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La acción de tutela: Análisis de la responsabilidad e implicación dentro de la congestión judicial 
 
1.2 Planteamiento del Problema 
 
Aunque en décadas anteriores al hecho se venían presentando manifiestos positivos a favor de 
los derechos humanos, fue hasta la promulgación de la Declaración Universal de los mismos en el 
año 1948 que se empezaron a asomar cambios considerables en muchos lugares, sobre todo en 
aquellos países que decidieron adoptar este protocolo (Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, 1948). Los Derechos Humanos, a partir de 1948, comenzaron a formalizarse más como 
una condición instrumental que le permite al ser humano su realización y una reivindicación de la 
condición humana en la cual debe prevalecer la dignidad (Hernández Gómez, 2010).  
Sin embargo, lo referente a los Derechos Humanos ha hecho parte de infinidad de debates y 
controversias entre naciones y doctrinantes, principalmente cuando se produjo la encrucijada entre 
el naturalismo, que es una corriente que plantea que la justicia es una realidad que se puede conocer 
por medio de la observación y la razón, y el positivismo jurídico, que más bien considera que no 
existe una realidad independiente tras el concepto de justicia y que las leyes se establecen de 
acuerdo a una necesidad, sin que se pueda determinar si realmente son equitativas o no. Por un 
lado, quienes se consideraban naturalistas consideraron que los Derechos Humanos constituyen 
una fuente del derecho debido a que son vistos como elementos que pueden variar y que pueden 
resultar siendo autónomos frente a determinados ordenamientos jurídicos (Pérez Luño, 2005). Por 
otro lado, quienes se autodenominaban positivistas consideraban que todos aquellos pactos, 
tratados o documentos que se derivaran a partir de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y tras el año 1948, debían ser solo una obligación jurídica y de fuerza vinculante para 
los países que estuvieran suscritos a esta declaración (Pérez Luño, 2005). 
Aunque la Declaración Universal de los Derechos Humanos no se presentó como un texto de 
plena obligatoriedad para los Estados, su creación e impulso se transformó en la base para que en 
1966 la Organización de las Naciones Unidas –ONU- adopte por medio de la Asamblea General 
lo referente al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los cuales influenciaron en diverso modo lo 
contenido en muchas de las constituciones políticas (Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, 1948). Y es tal la influencia de estos documentos que los derechos que son considerados 
fundamentales en las diversas constituciones políticas antiguas y vigentes, provienen de la herencia 
que desde esa época hasta la actualidad ha dejado esta Declaración Universal (Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, 1948). 
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Los derechos considerados fundamentales y que surgen del proceso histórico de los Derechos 
Humanos han sido acompañados de diversos mecanismos que tienen la función de reivindicarlos 
o resarcirlos ante una posible amenaza o vulneración por algún particular o por una entidad. Por 
tal motivo, en diversos ordenamientos jurídicos se concibe esta herramienta que tiene la función 
de proteger oportuna y eficazmente estos derechos inalienables de la persona. En España, país que 
ha sido modelo para la conformación del ordenamiento jurídico de varios de los países 
latinoamericanos, el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional es el mecanismo a través 
del cual un ciudadano puede buscar la protección de las libertades y derechos que le son 
reconocidos como inherentes y que le asisten por medio de un procedimiento preferente y sumario 
(Constitución Política de la República Española, 1978). 
Por otra parte, en Centroamérica también existen herramientas jurídicas que están encargados 
de proteger los derechos fundamentales y que están debidamente ratificados por vía constitucional. 
En México, desde el año 1857 se encuentra estipulado el juicio de amparo por medio de la 
Constitución Federal, que lo consagra como un recurso a través del cual el ciudadano ejerce su 
defensa ante un eventual error en un procedimiento judicial (Constitución Federal de México, 
1857). Igualmente, el juicio de amparo en territorio mexicano es un medio de control 
constitucional contra leyes que vulneran a la ley suprema, como recurso extraordinario de casación 
contra sentencias, como acción en la jurisdicción contenciosa administrativa  y  como recurso ante 
detenciones arbitrarias, en las que se presenta una vulneración al debido proceso o la falta de 
evidencia de la comisión delictiva (Constitución Federal de México, 1857). En Panamá, el recurso 
de amparo está ratificado por medio de la Constitución Política de la República que tiene fuerza 
desde 1972 y se define como un elemento de carácter sumario, tramitado por los tribunales 
judiciales y encargado de revocar cualquier acto de servidor público que viole los derechos y 
garantías constitucionales de cualquier persona (Constitución Política de la República de Panamá, 
1972). 
Mientras que en Sudamérica, específicamente en Brasil, se conoce como mandato de seguridad 
y está dirigido contra personas naturales o jurídicas que se encuentren vinculadas al poder público, 
no contra particulares; sin embargo, la Constitución Política de la República Federativa es clara y 
exige que la vulneración del derecho fundamental esté fuertemente respaldada por un acervo 
probatorio conducente (Constitución Política de la República Federativa del Brasil, 1988). En 
Ecuador, existe un Tribunal de Garantías Constitucionales encargado de recibir, evaluar y tomar 
medidas frente a la vulneración de los derechos y libertades constitucionales que cometa cualquier 
persona natural o jurídica; lo anterior, se inicia por medio de un mecanismo denominado como 
queja (Constitución Política de la República del Ecuador, 2008). En Perú, recibe el nombre de 
acción de amparo, su procedimiento es idéntico al del Habeas Corpus y tiene la función de tutelar 
los derechos reconocidos por la Constitución que sean vulnerados o amenazados  por cualquier 
autoridad, funcionario o  persona (Constitución Política del Perú, 1993).  
En Colombia, se encuentra un mecanismo consagrado constitucionalmente desde la década de 
los noventa que se encarga de velar por aquellos derechos inherentes al ciudadano que se hallen 
en evidente amenaza o que hayan sido violentados por algún particular o por alguna entidad de 
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cualquier carácter. Es decir, es semejante en muchas de las características que se reflejan en otros 
ordenamientos jurídicos, pero también hay diferencias en cuanto a la denominación, que para este 
caso es la acción de tutela, y el procedimiento (Constitución Política de Colombia, 1991). 
Sin duda alguna, la promulgación de la Constitución Política que está vigente en nuestro país 
desde el año 1991 se presenta como esa herramienta jurídica encargada de proteger algunas 
situaciones que históricamente no se encontraban reguladas en la forma debida. En el contenido 
de la Constitución Política de 1991, una de las características que busca posicionar a Colombia 
como Estado Social de Derecho es el énfasis en la protección de los derechos fundamentales, de 
vital importancia porque son inherentes e inviolables en la persona natural y se extienden a 
cualquier ámbito jurídico (Constitución Política de Colombia, 1991).  
De ahí que posea como mecanismo de protección a la acción de tutela, estipulada en el artículo 
86 de la Constitución Política de 1991 y complementada a través del Decreto 2591 del mismo año. 
La acción de tutela es una herramienta para todas las personas, cuyo objeto radica en la protección 
de forma inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando estos se encuentren en 
estado de vulneración o en amenaza por la acción u omisión de autoridad pública o de algún 
particular (Decreto 2591, 1991). 
Así, de esta manera, se encuentra vigente la acción de tutela desde hace más de 2 décadas. 
Aunque guarde similitud con el fin de muchos mecanismos de protección de derechos que están 
plasmados en la Constitución Política de 1991, en su esencia determina una diferencia frente a las 
demás actuaciones de tipo jurídico: La acción de tutela posee un procedimiento preferente y 
sumario (Decreto 2591, 1991). Esto quiere decir que todos los días y horas son hábiles para 
interponerla, haciendo de la inmediatez su característica principal (Decreto 2591, 1991). 
Por tratarse de un mecanismo que conserva los principios de celeridad y eficacia, la acción de 
tutela ha sido catalogada por la Corte Constitucional a través de la jurisprudencia como un 
‘mecanismo idóneo’ para la reclamación y el resarcimiento de los derechos fundamentales que le 
asisten al individuo (Sentencia C-543, 1992). Por ende, por ser la acción de tutela un medio de 
economía y de prevalencia del derecho sustancial es un mecanismo jurídico concurrido, 
comúnmente utilizado, y su fácil acceso hace que puede desencadenar como una de las causas de 
la congestión del sistema judicial colombiano (Redacción Judicial El Espectador, 2016).  
En cuanto a la congestión judicial, Jaime Castro ha considerado que en Colombia este es un 
fenómeno que representa la ausencia de garantías, que se encarga de vulnerar el progreso del 
Estado en relación con la sociedad y que al mismo tiempo estropea la importancia de otros 
procedimientos jurídicos (Castro, 1975). Además, agrega que cuando en un sistema judicial sus 
servicios acusan lentitud, desorganización y fallas operatorias, los intereses de la comunidad se 
sienten amenazados y se crea un ambiente de desconfianza en determinados sectores del 
ordenamiento jurídico nacional, así como el escepticismo dentro de los mismos despachos (Castro, 
1975).  
Desde hace más de una década, doctrinantes y estudiosos del Derecho vienen reprendiendo los 
manifiestos de la acción de tutela, ya que consideran que ha generado una parálisis considerable 
en los juzgados, que no existen medidas importantes frente a esta situación y que la seguridad 
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jurídica es un aspecto que atraviesa complejidades en cuanto a la certeza del derecho, el manejo 
de los tiempos y la administración de la justicia (Corporación Excelencia en la Justicia, 2016). 
Inclusive, a través del ‘Doing Business 2016’ publicado por el Banco Mundial, quedó en evidencia 
la congestión judicial que caracteriza y deja mal parado a Colombia, ya que el país revela, en 
comparación con otros países del mundo, falta de capacidad para simplificar y darle una real 
celeridad a los procedimientos judiciales (Economía y Negocios El Tiempo, 2015). 
Al respecto, la Corporación Excelencia en la Justicia –CEJ- hizo pública una investigación 
acerca del funcionamiento de la justicia en Colombia y allí dedicó una porción del estudio a 
analizar las razones por las cuales la acción de tutela se transformó en un traspié dentro de la 
administración de justicia (Redacción Judicial El Espectador, 2016). Este estudio de la 
Corporación Excelencia en la Justicia –CEJ- asegura que el porcentaje promedio de las acciones 
de tutela que ingresan al sistema judicial es del 32% (Corporación Excelencia en la Justicia, 2016). 
Así mismo, en esta investigación se estima que el porcentaje promedio puede ser el resultante de 
la desconfianza que posee el ciudadano colombiano ante otros procedimientos sobre los cuales 
considera que están faltos de celeridad y efectividad; he ahí una razón contundente para darle la 
preferencia a la acción de tutela como mecanismo de protección de derechos vulnerados 
(Corporación Excelencia en la Justicia, 2016).  
Al respecto, la Corporación Excelencia en la Justicia –CEJ- sostiene que esto a su vez, genera 
una presión importante para el sistema pues, al tratarse de una acción preferente, se modifica el 
orden de reparto y puede generar congestión de los demás procesos (Corporación Excelencia en la 
Justicia, 2016). A raíz de lo anterior, concluye que la acción de tutela se transforma en causal de 
obstrucción a la celeridad de la administración de justicia  por aquel mando que posee para 
controvertir una decisión jurisprudencial, y al abrirle las puertas a una instancia más, se convierte 
en una herramienta que contribuye a la inseguridad del sistema jurídico colombiano (Corporación 
Excelencia en la Justicia, 2016). 
La Corporación Excelencia en la Justicia –CEJ- considera que es menester cambiar el 
reglamento de la tutela para evitar abusos, limitar la tutela contra sentencias, revisar el código 
penal para actualizar los tipos penales, desjudicializar algunas conductas. La tutela debe ser 
utilizada para proteger los derechos fundamentales y para el debido proceso, debe crearse un 
incidente constitucional (Corporación Excelencia en la Justicia, 2016).  
Igualmente, este estudio considera una serie de soluciones basadas en el empalme con la 
aplicación de otros sistemas de carácter internacional, proponiendo implementar la plataforma 
Online Dispute Resolution (Resolución de Conflictos en Línea) que aplican otros países; eso sí, 
basándose en la necesidad de darle un recambio a la tutela con base a las utilidades características 
de esta plataforma (Redacción Judicial El Espectador, 2016). Dentro de otras propuestas para 
neutralizar las problemáticas alrededor de la acción de tutela, la Corporación Excelencia en la 
Justicia CEJ plantea que el juez solo debería pronunciarse sobre los puntos que traten derechos 
fundamentales y no hacerlo frente a los temas que se consideran de fondo (Corporación Excelencia 
en la Justicia, 2016). 
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1.3 Formulación del Problema 
 
¿Cuál es la responsabilidad e implicación de la acción de tutela en la congestión del sistema judicial 
colombiano? 
 
1.4 Sistematización del Problema 
 
 ¿Cuáles son las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional sobre la acción de 
tutela frente a su rol en el sistema judicial colombiano? 
 ¿Cuáles son los factores que originan la congestión del sistema judicial colombiano? ¿Cuáles 
encuentran relación con el procedimiento que distingue a la acción de tutela? 





El uso de la acción de tutela es considerable en Colombia y es innegable su utilidad para evitar 
la vulneración de los derechos fundamentales e inherentes del individuo; pero, al mismo tiempo 
es el reflejo de las fallas estructurales del sistema judicial vigente por un par de motivos: El primero 
es la falta de credibilidad en otros mecanismos por causas como el quebranto al debido proceso, 
la falta de celeridad, entre otras. Y el segundo, el más importante para el objeto de estudio y 
comprensión, la necesidad de analizar la viabilidad de continuar con el actual procedimiento, de 
llevar a cabo cambios en el mismo o de arriesgar a   promover la creación de despachos 
especializados en la acción de tutela para así evitar que el sistema judicial presente los factores 
que continúan agudizando la congestión. 
Se propone investigar la acción de tutela de esta manera, ya que el sistema judicial colombiano 
requiere de mecanismos o alternativas no solo emergentes, más bien permanentes que reparen y 
refuercen aquellos aspectos que terminan por provocar la congestión judicial. Teniendo en cuenta 
que una de las causas de este fenómeno son las características de la acción de tutela, es pertinente 
no solo analizar la situación desde referencias cercanas o ya trabajadas sobre la problemática sino 
también contar con la opinión de aquellas personas que están directa o indirectamente vinculadas 
al aparato judicial de nuestro país, quienes no solo permitirán captar y ratificar los argumentos que 
vinculan a la acción de tutela con la obstaculización del sistema judicial sino también la evaluación 
de soluciones que ayuden a superar los baches existentes.  
Así mismo, es de vital importancia que al analizar más y posibles soluciones para que la acción 
de tutela no sea actor dentro de la congestión judicial se evalúen puntos como los sugeridos por la 
Corporación Excelencia en la Justicia –CEJ- (Corporación Excelencia en la Justicia, 2016): Carga 
laboral no controlada, la falta de apoyo técnico y administrativo en los procesos judiciales, las 
deficiencias en materia de inversión, el restringido cumplimiento de las decisiones judiciales, 
inadecuada infraestructura física y tecnológica, deficiencias en el modelo de gestión de los 
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despachos y en la atención a los usuarios (Corporación Excelencia en la Justicia, 2016). 
Así, desde lo académico, este proyecto de investigación busca consolidar, a través de la 
aplicación de las técnicas e instrumentos, conclusiones y recomendaciones que sean tan útiles que 
le continúen demostrando a los estudiantes y a la comunidad en general que compone a esta 
universidad que la investigación es una herramienta importante para apoyar a la sociedad en 
aquellos aspectos donde aún continúe demostrando deficiencias. Esto, igualmente, debe 
convertirse en una manera de demostrar tanto de forma individual como al resto de estudiantes de 
Derecho que esta carrera posee una función importante a la hora de evaluar el estado de los 
mecanismos que sirven para la protección de los derechos consagrados a través de la Constitución 
Política y así plantearle al Estado en qué está acertando o fallando, cómo continuar por el camino 
correcto o cómo frenar algo que no está marchando positivamente.  
Igualmente, se debe tener en cuenta que la acción de tutela es un mecanismo que se distingue 
por ser eficaz, inmediato, sencillo y sumario, además de proteger los derechos fundamentales que 
están consagrados en la norma suprema que es la Constitución Política de 1991, de ahí que estudiar 
y comprender lo relacionado con este mecanismo posee un impacto de interés general (Decreto 
2591, 1991).  
Pero, por tener un procedimiento preferente, con prelación sobre otras actuaciones y con 
términos de carácter improrrogable, bien se ha sabido que se convierte en un obstáculo para la 
seguridad jurídica del sistema judicial colombiano (Decreto 2591, 1991); en consecuencia, se 
busca la generación de soluciones en las cuales se busque impactar en diversos ámbitos del 
problema como la carga laboral no controlada, la falta de apoyo técnico y administrativo en los 
procesos judiciales, las deficiencias en materia de inversión, el restringido cumplimiento de las 
decisiones judiciales, inadecuada infraestructura física y tecnológica, deficiencias en el modelo de 
gestión de los despachos y en la atención a los usuarios (Corporación Excelencia en la Justicia, 
2016). Y por qué no, que la revisión del procedimiento pueda conducir hacia las pistas que 
demuestren si pensar en la creación de despachos especializados donde hayan verdaderos jueces 
de tutela es una solución viable o prorrogable, de mediano o de largo plazo. 
Dentro de la comprensión del ámbito de la acción de tutela y su implicación dentro de la 
problemática de la congestión del sistema judicial colombiano, se busca que el impacto sea 
directamente proporcional con las consideraciones que históricamente ha realizado la Corte 
Constitucional frente a este mecanismo idóneo y con los conceptos de los operadores judiciales, 
de los auxiliares de la justicia. Es por eso que también la utilidad de este proyecto de investigación 
posee una relación importante entre el Estado y la sociedad, ya que no solo se contará con el 
respaldo de técnicas e instrumentos que inmiscuyen la revisión de jurisprudencia proferida a través 
de la línea del tiempo por la Corte Constitucional, sino también con el apoyo de la percepción de 
los auxiliares de la justicia quienes poseen una óptica y declaración cercana, veraz y oportuna 
sobre la situación. Al combinar esta serie de datos recolectados, no solo se mide la función estatal, 
también se contribuye a ofrecerle soluciones a la seguridad jurídica, en la cual es valioso el papel 
tanto de quienes están a cargo de los entes judiciales o públicos como de la sociedad que tanto 
requiere de una reivindicación jurídica.  
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Igualmente, se considera que es necesario llevar a cabo esta investigación porque se requiere 
continuar determinando la responsabilidad e implicación de la acción de tutela en la congestión 
del sistema judicial colombiano, pero con un propósito integral donde se busca examinar las 
consideraciones que ha hecho la Corte Constitucional sobre esta figura para conocer su valor y así 
proceder a identificar los factores que originan la congestión del sistema judicial y relacionarlos 
con el procedimiento de la acción de tutela a través de otros factores teóricos producidos por otras 
entidades, a quienes se vincula a esta investigación para no solo establecer aquellos factores que 
resultan negativos para la credibilidad en el ordenamiento jurídico sino también para buscar un 
enfoque propositivo donde se planteen soluciones a través de las cuales la acción de tutela 
disminuya su incidencia en la congestión del sistema judicial. 
Finalmente, con esta investigación también se busca surtir de soluciones que puedan servir para 
que Colombia no vuelva a quedar mal parada en el ‘Doing Business’ publicado por el Banco 
Mundial por su falta de capacidad para simplificar y darle una real celeridad a los procedimientos 
judiciales (Economía y Negocios El Tiempo, 2015).  
Indudablemente, la comprensión de las fallas estructurales y la promoción de soluciones 
representan una utilidad significativa no solo para la representación, las características y el 
procedimiento de la figura de la acción de tutela, sino también para aquellas personas que acuden 
a la administración de justicia y buscan en ella soluciones óptimas; además de la celeridad 
correspondiente, sin dilataciones ni ejecuciones tardías que dilaten y generen un ambiente de 
desconfianza frente al sistema judicial. Identificar la descongestión y consolidar soluciones no es 
solo dosificar las cargas del sistema judicial, también es admitir un proceso que puede ser 
trascendental en la devolución de la confianza a la ciudadanía en las herramientas jurídicas 
vigentes en la normatividad general, específica y procesal. Es reforzar una cultura que comprenda 
que no solo puede confiar en el rasgo sumario y preferencial de la acción de tutela, que es viable 




1.6.1 Objetivo General. Analizar la responsabilidad y la implicación de la acción de tutela en 
la congestión del sistema judicial colombiano 
 
1.6.2 Objetivos Específicos. 
 Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela a través de la jurisprudencia 
 Identificar los factores que originan la congestión del sistema judicial y relacionarlos con el 
procedimiento de la acción de tutela  
 Proponer soluciones a través de las cuales la acción de tutela disminuya su incidencia en la 
congestión del sistema judicial  
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La acción de tutela en Colombia. Carrera Silva, Liliana.  2011. Instituto de Ciencias Jurídicas 
de Puebla. 
Esta investigación tiene el propósito de realizar un repaso histórico de la acción de tutela desde 
un enfoque histórico que incluye diversos aspectos. Para darle forma a este estudio cualitativo, la 
autora acude a caracterizarla desde la promulgación de la Constitución Política de 1991 junto con 
el Decreto 2591 del mismo año, considerándola como uno de los dispositivos jurídicos más 
revolucionarios dentro la trayectoria normativa. Así mismo, acude a determinar sus principales 
factores, los cuales son el carácter subsidiario, preferente, sumario y eficaz para sumar 
posteriormente la legitimación por activa y por pasiva de la misma. En efecto, y gracias al 
importantísimo papel que ha jugado la Corte Constitucional colombiana, se ha dado paso a una 
verdadera teoría sobre los derechos constitucionales, así como a una doctrina jurídica que propone 
directrices claras en materia sustancial y procesal que han hecho de la Constitución Política y de 
su acción de tutela el ejemplo seguido por varias naciones en esta materia. Igualmente, estima que 
la acción de tutela es el mecanismo más importante consagrado por la Constitución de 1991 en 
materia de defensa de los derechos fundamentales. Esto resulta evidenciado al observar los 
resultados. Por ejemplo, desde su instauración se han interpuesto cuatro millones tutelas en los 
despachos judiciales del país. De la misma forma, se observa que dicha acción ha constituido entre 
un 20% y 25% de los ingresos totales de procesos durante los últimos años. Sin embargo, también 
concluye que como suele ocurrir con todo cambio de paradigma fundamental en un sistema 
jurídico, esta transformación no ha sido pacífica y que se deben promover más estudios que 
protejan las características de la misma (Carrera Silva, 2011).  
 
Reseña de “Derecho procesal de la acción de tutela” de Néstor Raúl Correa Henao. González 
Escallón, Julián Daniel.  2011. Pontificia Universidad Javeriana. 
Este artículo se enfoca en realizar un análisis del texto publicado por el docente Néstor Raúl 
Correa Henao sobre el derecho procesal de la acción de tutela en el año 2009. La característica 
primordial de esta obra es su utilidad práctica, ya que se presenta sin excesos, revelándole al lector 
las distintas perspectivas y momentos de la acción de tutela. Con un análisis jurisprudencial 
juicioso y ceñido a una interpretación razonable, Correa Henao responde preguntas básicas sobre 
cómo entender los momentos procesales de la acción de tutela y la manera práctica como ella se 
desenvuelve en un escenario de litigio. La preocupación de Correa Henao, desde el enfoque 
académico de este libro, es guiar bien sea a los abogados que se acercan a la acción de tutela desde 
un enfoque litigioso por primera vez, o a legos en derecho que buscan literatura especializada para 
interponer este recurso de protección constitucional, ya que busca que su libro defina su utilidad 
desde ser una herramienta, mucho más que un compendio de normas comentadas o un manual. 
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Como resultado dentro de este estudio de carácter cualitativo, el autor expone que el uso de las 
herramientas constitucionales de participación y protección tiene una importancia capital para el 
entendimiento constitucional contemporáneo en Colombia, dado que son estas las que posibilitan 
el proceso de democratización del Estado y la dinámica de diálogo permanente entre ciudadanos 
y gobernantes. El libro de Correa Henao puede también ser utilizado como herramienta 
pedagógica, ya que su descripción generosa en detalles del papel procesal constitucional puede ser 
el modo en que de manera didáctica se puedan reapropiar los sectores populares de la acción de 
tutela (González Escallón, 2011). 
 
Análisis de la congestión judicial por tutelas. Delgadillo Osorio, Anny Katherine; Hernández 
Gallego, Jesica.  2015. Universidad de Manizales, Facultad de Derecho. 
Esta investigación tiene por finalidad ahondar en uno de los temas de vanguardia que se 
evidencia no solo en determinadas regiones del país sino en general en el sistema judicial 
colombiano. Considera que estudiar este aspecto es necesario ya que la mayoría de estudios, 
inclusive referenciados en los antecedentes o estado del arte de este estudio, dan cuenta de 
investigaciones acerca de la efectividad de la acción de tutela, más no de un análisis de la 
congestión judicial que genera este recurso jurídico. Sostiene que es preocupante el volumen de 
acciones de tutela instauradas por los ciudadanos para reclamar la protección de sus derechos 
fundamentales. La investigación se enmarca en una metodología de tipo cuantitativa. Las técnicas 
de recolección de información son la revisión documental estadística y la encuesta para ser 
aplicada al personal profesional encargado de la radicación de las tutelas y abogados que sustenten 
una experiencia en el tema. Como resultado, sostiene que la congestión judicial por el volumen de 
tutelas trae consigo retrasos en otros procesos judiciales ordinarios; el no respeto de las garantías 
mínimas por parte del Estado. Aunado a lo anterior, consideran los investigadores que se suma la 
recarga laboral de los jueces lo que incide en la toma de decisiones judiciales acertadas; 
disminución en la calidad de la administración de justicia y posible vulneración de derechos 
(Delgadillo Osorio & Hernández Gallego, 2015). 
 
2.2 Bases Teóricas 
 
Teorías del Estado. Kelsen, hace más de 7 décadas, consolidó una teoría referente al Estado, 
la cual cuenta con varios enfoques sobre la función del mismo. Inicialmente, Kelsen consideró en 
sus pensamientos que el Estado es la representación de una comunidad que debe estar regida bajo 
un ordenamiento jurídico y que a su vez lo consolida como una figura colectiva que no puede ser 
ajena tanto a las obligaciones como a los derechos que la normatividad característica se encarga 
de consagrar. Esta concepción de comunidad no es más que el establecimiento de comportamientos 
recíprocos entre los ciudadanos, los cuales están guiados por elementos jurídicos que distinguen 
al orden interno. Basándose en lo anterior, Kelsen considera que la noción de Estado como 
comunidad no es, en su relación con el derecho, una realidad natural o social. Tanto la realidad 
natural como la realidad social son enteramente distintas a las que median entre el hombre y el 
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derecho, de ahí que considere que si se presenta una realidad social referida al fenómeno llamado 
Estado, la prioridad corresponde al campo jurídico. Por tal motivo, para Kelsen la noción de Estado 
en relación con lo sociológico presupone el concepto jurídico y no viceversa (Kelsen, 1949). 
Por otro lado, Kelsen considera que el Estado es reflejo de una acción y una imputación. Con 
esto se refiere a que el Estado corresponde a un punto común donde reposan o se reflejan las 
diversas actuaciones de las personas que conforman a la sociedad; por ende, para este autor se 
imputa al Estado la acción humana cuando ésta corresponde o está alineada con lo estipulada con 
un ordenamiento jurídico establecido previamente. El Estado es concebido en este caso como un 
sujeto de imputación y a su vez es la representación de los lineamientos jurídicos de forma parcial 
o total y de ahí, con lo fijado en el ordenamiento jurídico de antemano, se explica la acción humana 
como una simple personificación de un acto de estado o imputar a éste dicha acción (Kelsen, 1949).  
A lo anterior, Kelsen suma la idea que no toda acción de un ciudadano posee la capacidad para 
ser denominada o representativa del Estado. Una acción solo posee la validez para ser estatal 
cuando se da de acuerdo o es ejecutada de acuerdo a lo establecido por el ordenamiento jurídico. 
Allí se tienen en cuenta acciones que son consideradas más directas, que se consideran actos 
coactivos debido a que poseen la capacidad de sancionar de acuerdo a un marco jurídico 
establecido y distintivo del Estado. A partir de ello, Kelsen ha considerado que las acciones 
humanas no son solo aquellas que llevan a cabo las obligaciones manifiestas en el ordenamiento 
jurídico interno, sino también aquellas que al reflejar una vulneración a un derecho derivan en la 
obligación estatal de ejecutar sanciones, de manifestar otro de sus fines.  Frente a la sanción 
jurídica como manifiesto de uno de los fines de la acción estatal, Kelsen también considera una 
perspectiva a través de la cual un órgano de Estado también es órgano de Derecho, ya que busca 
la aplicación de la norma, el respeto y cumplimiento de la misma. A esto le suma la idea que el 
individuo probablemente solo puede ser órgano del Estado cuando posee un cargo de carácter 
específico y jurídico, bien sea por elección o nombramiento, y percibiendo un salario que es 
derivado del erario (Kelsen, 1949).  
Por otra parte, Heller fue otro de los que tomó la vocería para consolidar el camino hacia una 
teoría del Estado. Para él, la concepción de Estado debe radicar no solo en el reconocimiento de 
una entidad con autonomía a través de su legislación, sino también a un fenómeno que está 
orientado y siempre debe guardar conexión en sus análisis y en sus determinaciones con aspectos 
culturales, naturales y sociales que se revelan por medio de un proceso histórico. A partir de lo 
anterior, considera que la unidad de un Estado depende de circunstancias variables que cuentan 
con factores como el pueblo, los aspectos geográficos, los elementos que distinguen a la economía, 
la opinión pública y el Derecho (Heller, 1987). 
 
Teorías de los Derechos Fundamentales. Alexy, tras llevar a cabo estudios jurídicos, 
emprendió la consolidación de su teoría relacionada con los derechos fundamentales, en la cual se 
preocupa por las fallas que se manifiestan en su interpretación y aplicación; además, en el ámbito 
de casos específicos. En la teoría de los derechos fundamentales, menciona en varios apartes lo 
que refiere a la locución latina “prima facie”, habitual en el ámbito jurídico y la cual simboliza la 
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primera impresión que se le da a algo antes de derivar en otras opiniones, juicios o conclusiones. 
Esto lo hace con el fin de establecer una relación entre la mencionada “prima facie” y los derechos 
fundamentales, considerando que el significado de esta locución latina se determina al interpretar 
la disposición que consagra a dichos derechos; sin embargo, también tiene en cuenta Alexy que en 
la solución de las tensiones entre derechos constitucionales se encamina el contenido definitivo de 
los derechos fundamentales, lo que resulta vinculante para el legislador y los particulares. De ahí 
que, considere que el resultado de la aplicación del derecho, en este caso el fundamental, es la 
formulación y fundamentación de una regla que expresa la solución definitiva del caso (Alexy, 
1985). 
Para Alexy, superar la brecha entre la interpretación y la aplicación de los derechos 
fundamentales requiere de llevar a cabo un par de verbos que siempre deben ir de la mano: 
ponderar y argumentar. Estima que a través de esta argumentación se puede comprender el valor 
del derecho fundamental, su intensidad, su grado de afectación frente a casos concretos, sus 
garantías y demás características que demuestren su proceso de desarrollo. Además de lo anterior, 
vincula a la teoría de los derechos fundamentales otros aspectos expresados en principios y reglas, 
norma y posición de ésta, al igual que la norma adscrita y norma directamente estatuida. 
En cuanto a los principios y las reglas, considera que estos se deben tener en cuenta 
principalmente en aquellos estados donde prima la existencia de un acato hacia la Constitución 
Política y en la cual están consagrados estos derechos fundamentales que a su vez son de amplia 
representación para las demás normas que componen el ordenamiento jurídico interno. Expone 
que los principios son mandatos de optimización, ponderables, porque se encargan de dar a 
entender que algo se debe realizar en la mayor medida posible, de acuerdo a unas posibilidades 
fácticas y jurídicas, de ahí que se puedan cumplir de acuerdo a ciertas circunstancias. Por otra 
parte, sostiene que las reglas son mandatos definitivos, se aplican mediante la subsunción, ya que 
están sujetas a determinaciones en el ámbito de lo fáctico y jurídicamente posible (Alexy, 1985). 
En cuanto a la norma y la posición de ésta, exterioriza que la existencia de derechos 
denominados y considerados fundamentales supone una posición jurídica conforme a la cual un 
individuo está en la situación de poder exigir algo a un semejante o al Estado en caso de estar en 
una evidente amenaza o en una vulneración de los mismos, ya que una norma que sostenga un 
derecho fundamental admite la atribución de una posición al titular de aquello que la norma 
procura proteger o garantizar. Igualmente, se tiene en cuenta que ser sujeto de derechos es hallarse 
en la posición de exigir y cumplir porque al existir una norma, una obligación y una posición se 
concluye que el ciudadano posee la facultad para llevar acciones y dichas acciones deben 
garantizar una capacidad jurídica (Arango Rivadeneira, El concepto de Derechos Sociales 
Fundamentales, 2005). 
Igualmente, estima que los derechos fundamentales son posibles de ubicar tanto en relación con 
la norma directamente estatuida como en relación con la norma adscrita. De acuerdo con esto, 
cuando los derechos fundamentales surgen de la formalidad propia de la Constitución Política se 
hallan guiados bajo una norma directamente estatuida. Por otro lado, cuando los derechos 
fundamentales adquieren una profundización de acuerdo con casos concretos o interpretaciones 
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que generalmente se perciben en la jurisprudencia estos se encuentran bajo la guía de una norma 
adscrita. Inclusive, Alexy considera que una norma que trate los derechos fundamentales es 
adscrita debido a que, aunque no está establecida directamente por un contenido de la Constitución 
Política, es posible adscribirla argumentativamente a una norma o a un grupo de normas a partir 
de una interpretación sistemática constitucional y que se debe tener presente que las normas 
adscritas de derecho fundamental son normas de origen jurisprudencial y sus efectos jurídicos son 
tan significativos que fijan principios, precedentes y similitudes con aquellos que distinguen a los 
de las leyes (Alexy, 1985). 
Conforme avanzaron las décadas, surgieron posturas adicionales y puntuales por parte de 
Robert Alexy acerca de los diversos ámbitos que afrontan los derechos fundamentales, las cuales 
fueron analizadas por autores contemporáneos. A partir de ello, se reforzó la idea que la teoría 
sobre los derechos fundamentales responde a la doble naturaleza del Derecho. La primera 
naturaleza del Derecho responde a una de carácter real o fáctica, en la cual se encuentran los 
elementos definitorios de la legalidad de acuerdo al ordenamiento jurídico y a la eficacia social, 
mientras que la otra naturaleza es la de carácter ideal o crítica, la cual indica que esta disciplina 
posee una función correctiva en la moral de la sociedad. Lo anterior, la caracterización y la 
comparación entre la naturaleza fáctica y la naturaleza crítica del Derecho, surge a partir de una 
necesidad que cuenta con el principio de la seguridad jurídica, el cual reclama una eficacia social 
a partir de aquello que ha sido establecido en el ordenamiento jurídico, y el principio de la justicia, 
el cual exige la corrección moral (García Jaramillo, 2015). Esto recuerda que para Alexy ambas 
naturalezas, la fáctica y la crítica, son parte de la búsqueda de un Derecho ideal argumentado en 
tres ejes, los cuales están expuestos en la corrección moral del Derecho, la injusticia extrema como 
límite último de la validez jurídica y los principios como mandatos de optimización (Radbruch, 
1946). 
Por otro lado, está la representación argumentativa que debe darle la solidez respectiva a la 
teoría de los derechos fundamentales. Dentro de la representación argumentativa, García Jaramillo 
interpreta con base a los postulados de Alexy que el control judicial de constitucionalidad es uno 
de los mayores sustentos en materia jurídica y que su instinto protector es una vía correcta para 
ver una mayor realización de los derechos fundamentales. Además, estima que el control judicial 
de constitucionalidad no solo es manifiesto de la representación jurídica, también lo es de la 
voluntad popular, de los principios que están alrededor de la democracia, siempre y cuando exista 
una real protección de los derechos fundamentales, sin la presencia de intereses particulares que 
estén en contravía de una Constitución reconocida por el pueblo. Así mismo, reconoce que la 
representación argumentativa puede presentar ciertas incompatibilidades debido a que muchas 
veces quienes ejercen el control judicial de constitucionalidad no llegan a cumplir dicha función 
por vía electoral, por decisión del pueblo. Por tal motivo, para Alexy la representación 
argumentativa sería adecuada siempre y cuando exista una relación entre argumentos razonables 
y personas dispuestas a aceptarlos, no por coacción sino por la voluntad de sus juicios. 
Finalmente, en esta interpretación de García Jaramillo están los derechos humanos, los cuales 
son vistos como la raíz de los derechos humanos. La dimensión de los derechos humanos y su 
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transformación a derechos fundamentales en un ordenamiento jurídico interno es la representación 
tanto de la naturaleza real como de la ideal del Derecho. La validez de los derechos humanos se 
establece en su corrección moral, mientras que la validez de los derechos constitucionales se revela 
en su positivización. Con base a los derechos humanos, a sus principios basados en la libertad y la 
igualdad, Alexy consolida su teoría del discurso, a través de la cual considera que es cuando un 
individuo reconoce a otro como libre e igual; así mismo, lo ve como autónomo, lo cual a su vez 
implica reconocerlo como persona. Reconocerlo como persona es ratificar el atributo de la 
dignidad, lo cual significa reconocer y proteger sus derechos humanos (Alexy, 1985). 
En cuanto al análisis del sistema jurídico colombiano y sus derechos fundamentales, las 
principales teorías que presentan influencia de Alexy son las de Arango Rivadeneira, confeso 
admirador del jurista alemán. Frente a a ello, Arango Rivadeneira ha desarrollado una teoría a 
través de la cual considera que los derechos fundamentales son sociales y representan a una serie 
de prestaciones positivas del Estado que han sido consagradas en un ordenamiento jurídico interno 
y dado que surgen constitucionalmente su valor es supremo e inviolable. De acuerdo con esto, no 
son derechos sociales fundamentales los derechos liberales clásicos de libertad de asociación 
sindical, de negociación colectiva o de manifestación, los cuales son clásicos derechos de libertad. 
Los derechos sociales fundamentales son, complementándose con conceptos de la Corte 
Constitucional, los derechos a la salud, a la alimentación, a la educación, al trabajo y a la seguridad 
social son derechos individuales que responden a las mencionadas prestaciones positivas del 
Estado. Con base a lo anterior, considera Arango que los derechos sociales reconocidos en la 
legislación laboral, de familia o administrativa, pese a carecer en principio de rango ‘ius 
fundamental’, pueden adquirirlo en casos concretos y ser protegidos por la jurisdicción 
constitucional. De ahí que también considere que garantizar de forma efectivo lo referente a los 
derechos sociales fundamentales no reside simplemente del factor constitucional; por ende, aunque 
reconozca el supremo valor de la norma de normas, también estima pertinente que los derechos 
sociales fundamentales tengan un nexo con la perspectiva de carácter histórica, cultural y política. 
Sobre todo, cuando se constituyen estos derechos en una forma de proteger a poblaciones que a lo 
largos de las décadas han estado en continua vulneración por acción u omisión estatal (Arango 
Rivadeneira, Justiciabilidad de los Derechos Sociales Fundamentales en Colombia, 2001). 
 
2.3 Bases Legales 
 
Marco Constitucional. Dentro de este marco que resulta plenamente importante debido a que 
aquí se ejerce una identificación más amplia de lo que representa la acción de tutela, resulta 
pertinente comprender su utilidad no solo desde el ámbito nacional, en donde resalta la 
Constitución Política de 1991, principalmente desde lo expuesto en el artículo 86, y Decreto 2591 
de 1991; también es oportuno conocer qué se conceptúa acerca de este mecanismo a través de la 
exploración del derecho comparado. Por tal motivo, se acude al marco jurídico de algunos países 
latinoamericanos complementándose con la óptica que existe sobre la acción de tutela en España. 
En cuanto a la acción de tutela, se hace pertinente partir de la definición que de esta se encuentra 
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exteriorizada en la norma de normas, es decir en la Constitución Política de 1991. Allí, la acción 
de tutela es concebida como aquella herramienta que se encarga de la protección ipso facto de los 
derechos que son considerados fundamentales cuando se considere que han sido quebrantados o 
se hallen amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública (Constitución Política 
de Colombia, 1991). Igualmente, la acción de tutela es caracterizada en la carta magna por su 
procedimiento preferente y sumario; además de considerarse en el artículo 86 de la Constitución 
Política que la ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 
encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 
interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o 
indefensión (Constitución Política de Colombia, 1991). 
 
Marco Jurisprudencial. Por otra parte, la Corte Constitucional a través de la jurisprudencia 
también se ha encargado de darle mayor contextura a la definición y función de la acción de tutela. 
A través de la Sentencia C-543 de 1992, en la cual el lío se centra o se basa en la procedencia de 
la acción de tutela contra sentencias, ha estimado en cuanto a la naturaleza de esta que ha sido 
concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u 
omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las 
cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los 
jueces a objeto de lograr la protección del derecho. La tutela no puede converger con vías judiciales 
diversas por cuanto no es un mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad del 
interesado, para esquivar el que de modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia 
entre éste y la acción de tutela porque siempre prevalece -con la excepción dicha- la acción 
ordinaria (Sentencia C-543, 1992). La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni 
menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto.   
Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, 
según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta 
con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas 
una plena protección de sus derechos esenciales (Sentencia C-543, 1992). Y es que en este sentido 
resulta valioso tomar el concepto de la Corte Constitucional, ya que este alto tribunal ha sido 
designado desde hace más de dos décadas como el encargado de salvaguardar y blindar los 
derechos fundamentales que están contemplados en la carta magna como trampolín de 
fortalecimiento del Estado Social de Derecho (Constitución Política de Colombia, 1991). 
Pero, por otro lado, está firmado el contraste. A pesar que la acción presenta rasgos de celeridad 
dentro del sistema judicial, su fácil acceso se transforma en una derivación de determinada 
congestión. Por tal motivo, resulta pertinente hallarle la definición a la congestión judicial y a sus 
manifiestos o derivaciones. En apartes de la Sentencia T-494 de 2014, la Corte Constitucional hace 
referencia a los retrasos que pueden ser culpables o deliberados en cuanto a los deberes u 
obligaciones de la administración de justicia y el debido proceso (Sentencia T-494, 2014). Al 
respecto enuncia que el fenómeno de la congestión judicial es producto de diferentes causas, en la 
mayoría de los casos está relacionada con el número elevado de procesos que corresponde resolver 
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a cada despacho, los cuales superan las condiciones estructurales del mismo, y por lo tanto dificulta 
evacuarlos en tiempo (fenómeno conocido como hiperinflación procesal); evento en el cual la 
jurisprudencia constitucional ha determinado que no existe vulneración del derecho al debido 
proceso, pues la dilación no es imputable a la negligencia del funcionario judicial, sino que 
encuentra justificación en la falta de capacidad logística y humana existente para resolver los 
asuntos que le fueron asignados para su decisión (Sentencia T-494, 2014).  
Y para el caso en concreto de esta jurisprudencia tomada como base para la definición de 
congestión judicial, la Corte Constitucional añade que el simple incumplimiento de los términos 
procesales no constituye por sí mismo violación al debido proceso, ya que se entiende justificado 
el retraso cuando el funcionario que administra justicia, a pesar de obrar con diligencia y celeridad, 
se encuentra ante situaciones ‘imprevisibles e ineludibles’, como el exceso de trabajo, que le 
impiden cumplir con los plazos fijados en la ley para tal efecto. De igual forma, ante la congestión 
judicial que cause una mora en la solución de los asuntos sometidos al conocimiento del respectivo 
despacho, el juez deberá atender el orden de llegada de los expedientes para dictar sentencia, salvo 
que exista una excepción legal que permita modificar la prelación de ese sistema (Sentencia T-
494, 2014). 
 
Marco Internacional. Iniciando esta aventura guiada desde la herramienta jurídica comparada 
nos establecemos en territorio latinoamericano. En México, al mecanismo encargado de la 
protección de los derechos de los individuos que se estiman fundamentales se le denomina juicio 
de amparo, el cual se encuentra consagrado desde la Constitución Federal del año 1857 
(Constitución Federal de México, 1857). Eso sí, la forma como se lleva a cabo este juicio de 
amparo guarda ciertos rasgos disimiles en comparación con el procedimiento de la acción de tutela 
en Colombia, ya que en México es concebido como un recurso, más no como una acción 
preferencial, y allá es el producto de defensa ante un eventual error en un procedimiento de carácter 
judicial. Además, se tiene en cuenta que a diferencia de acá, allá en México no cuentan con una 
Corte Constitucional y como este país no posee una unificación constitucional y jurisprudencial 
debido a su división en distritos, por ende la Corte Suprema de Justicia es la que se encarga 
excepcionalmente de evitar el deambular jurídico a través de la admisión de este juicio de amparo 
(Constitución Federal de México, 1857). 
En el artículo 107 de la Constitución Federal, el juicio de amparo se concibe como aquel que 
se sigue siempre según la instancia de la parte agraviada. Desde un enfoque general, este artículo 
expone que la sentencia será tal que solo se ocupe de individuos particulares, limitándose a 
ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración 
general respecto de la ley o acto que lo motivare. En el juicio de amparo deberá suplirse la 
deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria de los artículos 103 y 
107 de esta Constitución (Constitución Federal de México, 1857). Igualmente, consagra este 
artículo que el juicio de amparo es procedente para reclamar actos emitidos por los tribunales 
administrativos judiciales o del trabajo cuando es: a) Contra sentencias definitivas o laudos y 
resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario 
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por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, 
la cometa durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo  al resultado 
del fallo ; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el recurso del 
procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocados como agravio en 
la segunda instancia, si se sometió en la primera.  
Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversias 
sobre acciones del Estado civil o que afecten el orden y  a la estabilidad de la  familia. B) Contra 
actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio   o después de concluido, 
una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y, c) Contra actos que afecten a personas 
extrañas al juicio (Constitución Federal de México, 1857). 
Por otro lado, este juicio de amparo también procede en el ámbito administrativo, además de 
ser pertinente contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea 
que  la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá 
durante el procedimiento o  en  la sentencia misma, ante el tribunal colegiado de circuito que 
corresponda, conforme a la distribución  de competencias que establezca la ley  orgánica del poder 
judicial de la Federación,  en  los  casos  siguientes:  
a) En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales, sean estos 
federales, del  orden común o militares. B) En materia administrativa, cuando se reclamen por 
particulares en sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por tribunales 
administrativos o judiciales, no reparables por algún  recurso, juicio o medio ordinario de defensa 
legal. c) en materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicio del orden 
federal o en juicios mercantiles, sea federal  o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del 
orden común. En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en 
amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación en defensa de los intereses 
patrimoniales y, d) en materia laboral, cuando se  reclamen laudos dictados por las juntas locales 
o  la federal de  conciliación y arbitraje  de los trabajadores al servicio del Estado.  
La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del correspondiente tribunal 
colegiado del circuito, o del procurador general de la República, podrá conocer de los amparos 
directos que por sus características especiales así lo ameriten (Constitución Federal de México, 
1857). Su uso, sin duda alguna, trasciende en más ámbitos jurisdiccionales del ambiente jurídico 
mexicano.  
El juicio de amparo en México, a pesar de su complejidad en cuanto a amplitud de ámbitos 
judiciales de aplicación y en cuanto a las diferencias enunciadas con la acción de tutela 
colombiana, puede ser considerado el mecanismo idóneo para salvaguardar los derechos 
considerados fundamentales para el individuo que habita dicho país. Su valor también reposa en 
ser el medio de control constitucional contra leyes que vulneran a la ley suprema, como recurso 
extraordinario de casación contra sentencias, como acción en la jurisdicción contenciosa 
administrativa y como recurso ante detenciones que poseen arbitrariedad alguna.  
Otra de las normativas a explorar en Latinoamérica es la que se da en Brasil. Allí se conoce 
como mandamiento de seguridad y para constituirlo no se requiere del hecho de argumentar la 
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vulneración de un derecho fundamental; al contrario, se debe apuntar el acervo probatorio hacia la 
existencia de una actuación considerada ilícita o que posee las características de un abuso de 
autoridad. El mandamiento de seguridad supone la no procedencia contra particulares 
(Constitución Política de la República Federativa del Brasil, 1988).  
El artículo 5 de la Constitución de la República Federativa del Brasil sostiene que el 
mandamiento  de  seguridad se concede  para salvaguardar un derecho certero y determinado, que 
no se encuentra amparado, bien sea por habeas corpus o por habeas data, y cuando el responsable 
por la ilegalidad o abusos en la autoridad fuese una persona natural o jurídica que lleva a cabo 
funciones propias del poder público (Constitución Política de la República Federativa del Brasil, 
1988). 
 
Antes de vincular lo concerniente a territorio español frente al medio de protección de los 
derechos individuales y fundamentales, a continuación, otras perspectivas complementarias de las 
Constituciones de otros países latinoamericanos: 
Ecuador: En el artículo 141, numeral 3, dicta que le compete al Tribunal de Garantías 
Constitucionales tener conocimiento sobre las quejas que formule cualquier persona natural o 
jurídica por quebrantamiento de la constitución que atente  contra los derechos y libertades 
garantizados por ella, y de encontrarlas fundadas, observar a la autoridad y organismo respectivo 
(Constitución Política de la República del Ecuador, 2008) 
Chile: En este país, el recurso de protección, como se le denomina, goza de poder ser utilizada 
por cualquier particular o ciudadano contra sus similares o contra los funcionarios de carácter 
público. Este argumento jurídico guarda mayor similitud con el ordenamiento colombiano y 
encuentra soporte a través del artículo 19 y el artículo 20 de la carta magna del país austral. En el 
artículo 19, numeral 8, se dice que el recurso de protección procede cuando se está quebrantando 
el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación por motivo de un acto arbitrario e 
ilegal provocado por un particular o por la autoridad.  
En el artículo 20, estima que “El que  por causa de actos u omisiones arbitrarias o ilegales sufra 
privación, perturbación o  amenaza  en el legítimo ejercicio de los derechos y  garantías 
establecidos en el artículo 19, números  1, 2, 3  inciso cuarto, 4, 5, 6, 9  inciso final,  11, 12,13,15, 
16 en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre elección y libre contratación y a lo 
establecido en el inciso  cuarto, 19, 21, 24, y 25 podrá concurrir por si o por cualquiera a su nombre, 
a la Corte de apelaciones respectiva, la que adoptará de  inmediato las providencias que juzgue 
necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del  afectado, 
sin perjuicio  de los demás derechos que pueda hacer valer ante   la autoridad o los tribunales 
correspondientes” (Constitución Política de la República de Chile, 1980). 
Venezuela: En el artículo 68 del mandato constitucional venezolano se estima que “Todos 
pueden utilizar los órganos de la administración de justicia para la defensa de sus derechos e 
intereses, en los términos y condiciones establecidos por la ley, la cual fijará normas que aseguren 
el ejercicio de  este derecho a quienes no dispongan de medios suficientes; La defensa es derecho 
inviolable en todo estado y grado del proceso” (Constitución de la República Bolivariana de 
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Venezuela, 1999). 
Perú: En el país inca, la acción de amparo procede contra particulares o funcionarios de carácter 
público, y según el artículo 295 “cautela los demás derechos reconocidos por la Constitución que 
sean vulnerados o amenazados por cualquier autoridad, funcionario o persona.   La acción de 
amparo tiene el mismo trámite que la acción de habeas corpus en lo que  le  es aplicable” 
(Constitución Política del Perú, 1993) 
Nicaragua: En este país se denomina recurso de amparo al encargado de esta protección 
especial y no es procedente contra particulares. En el artículo 188 exterioriza que “Se establece el 
recurso de amparo en contra de toda disposición, acto o resolución y en general en contra de toda 
acción u omisión de cualquier funcionario, autoridad o  agente de los mismos que viole o trate de 
violar  los derechos y garantías consagradas en la Constitución Política” (Constitución Política de 
la República de Nicaragua, 1948) 
Panamá: En artículo el 50 de la carta magna del país canalero se ha institucionalizado que 
“Toda persona contra la cual se expida o se ejecute por cualquier servidor público una orden de 
hacer o de no hacer que viole los derechos y garantías que esta Constitución consagra, tendrá 
derecho a que la orden sea revocada a petición suya o de cualquier persona. El recurso de amparo 
de garantías constitucionales a que este artículo se refiere, se tramitará mediante procedimiento 
sumario y será competencia  de los tribunales judiciales” (Constitución Política de la República de 
Panamá, 1972). 
 
Tras repasar lo concerniente a los mecanismos de defensa de los derechos individuales y 
fundamentales que están consagrados en México, Brasil y 6 países latinoamericanos más, se suma 
al análisis lo correspondiente al ámbito jurídico de España. Constitucionalmente, en dicho país los 
mecanismos de protección presentan un avance distinto a otras naciones e inclusive este modelo 
fue eje a seguir en muchas decisiones que diseñaron el molde o soporte de la Constitución Política 
vigente desde 1991 en Colombia.  
Los medios que salvaguardan el mandato constitucional en España poseen una serie de 
divisiones: Genéricos e institucionales. Los genéricos se encargan de proteger el debido proceso, 
el recurso de inconstitucionalidad, el habeas corpus y el amparo judicial. Los institucionales se 
encargan de salvaguardar el control parlamentario, la iniciativa legislativa popular y la defensoría 
del pueblo (Constitución Política de la República Española, 1978). 
En el mandato constitucional de este país, el artículo 53, numeral 2, expone que: “Cualquier 
ciudadano podrá reclamar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en  el  artículo 14 y la 
sección 1 del Capítulo II ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado  en los 
principios de preferencia y sumariedad y,  en su caso, a  través  del recurso de amparo ante  el 
Tribunal Constitucional. Este último recurso  será aplicable a la objeción de conciencia reconocida 
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3. Diseño Metodológico 
 
 
3.1 Tipo y Método de Investigación 
 
La metodología que le dará el impulso a esta investigación está constituida desde el enfoque 
cualitativo, la cual surge desde el paradigma interpretativo. Este enfoque cualitativo ha sido 
definido por Martínez Miguelez como aquel que se encarga de ilustrar, de hacer comprender que 
la investigación no debe ni puede prescindir de algún elemento que conforme el ámbito del objeto 
de estudia; además, considera que la investigación debe adaptarse a la dinámica de cada uno de 
los fenómenos, los cuales poseen una interdependencia, siendo esta la que define el conducto 
regular para diseñar las soluciones que minimicen las necesidades personales, sociales e 
institucionales. Para Martínez Miguelez, lo enunciado en líneas anteriores consiste en ver más allá 
de la mera formalidad. Para él, cuando la investigación adopta su uso trascendental y se encamina 
a enderezar a la sociedad debe proponerse identificar a fondo la realidad de los fenómenos 
apoyándose en la orientación epistemológica previa (Teoría del conocimiento) y la orientación 
ontológica (Teoría sobre la naturaleza de la realidad) (Martínez Miguelez, Ciencia y Arte en la 
Metodología Cualitativa, 2004). 
Por otra parte, y de forma específica, la presente investigación será de tipo documental. Este 
tipo de estudio está basado en documentos que, al ser elegidos, que al ser reunidos y al ser 
analizados, permiten la recolección de datos que dan a entender cuál es el papel del fenómeno de 
estudio en la sociedad, sus ventajas y sus necesidades. Esta investigación se basa en fuentes 
secundarias, las cuales están representadas en soportes materiales de hechos, de fenómenos y de 
manifiestos de la realidad de la acción de tutela y de la congestión judicial que existen de forma 
independiente a la acción de quien investiga. Se apela al uso de la investigación documental porque 
ofrece una variedad de herramientas, de tipologías para conocer algo más allá de un marco 
referencial teórico; para distinguir aspectos de carácter histórico, de carácter contextual, de 
carácter circunstancial, de carácter normativo, de enfoque institucional, incluso de opinión pública.  
Así mismo, resulta pertinente recalcar que esta investigación representa un método jurídico. El 
propósito de esta clase de estudio radica en vincular aspectos en Derecho para profundizar el 
conocimiento, para generar una orientación frente a eventuales inconvenientes a nivel teórico, a 
nivel disciplinario, a nivel interdisciplinario e inclusive, en un ámbito profesional. La investigación 
de carácter jurídico tiene como ideario establecer que el aprendizaje no solo surge de lo dogmático 
sino también de aquellos conflictos o vacíos interpretativos que se presenten en el ámbito jurídico. 
La investigación jurídica consiste en formular una o varias problemáticas de interés disciplinar y 
con una relevancia social con el objetivo de generar un conocimiento nuevo que tenga las bases 
para resolver inquietudes e ir plasmando soluciones. En el presente caso, se trata de analizar la 
responsabilidad y la implicación de la acción de tutela en la congestión del sistema judicial 
cucuteño, pero abordando un fondo que permita esquematizar soluciones, que permita abrir 
caminos hacia comprender mejor el fenómeno y no reincidir en éste.  
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3.2 Población y Muestra 
 
Por tratarse de una investigación que se caracteriza por ser propia del enfoque cualitativo y de 
acuerdo a sus técnicas e instrumentos, tiene el propósito de analizar las soluciones ante la 
responsabilidad e implicación de la acción de tutela en la congestión judicial basándose en las 
fuentes secundarias. En los estudios de tipo cualitativo, la decisión acerca de la forma de obtener 
información o datos presentan variantes de acuerdo a lo que va reflejando el campo. En el ámbito 
cualitativo, generalmente se utilizan criterios que naturalistas donde el investigador no se enfoca 
tanto en la calidad de sus muestras sino en una variedad determinada de criterios para encontrar 
uno o varios significados frente al fenómeno de estudio. Por ende, el enfoque cualitativo de la 
investigación es más de muestras no aleatorias, de muestras que permitan conocer la realidad desde 
una o varias ópticas. Este tipo de muestra permite categorizar de forma más estructurada al 
fenómeno de estudio e incidir por medio de una teorización que surge de un efecto “Bola de nieve”, 
capaz de distinguir mejor la realidad social. 
Referente a las fuentes secundarias, se tiene que surgen a partir de la aplicación de la técnica 
del análisis documental y del instrumento de la matriz de análisis, en relación con el primer 
objetivo específico. La fuente primaria está constituida por la jurisprudencia emitida por la Corte 
Constitucional y en la cual se conocerá la importancia jurídica de la acción de tutela; además, de 
las controversias o repercusiones alrededor de ésta. Así mismo, se suman los criterios de las 
corporaciones que conceptúan en la jurisprudencia revisada y el discernimiento de los magistrados 
de la Corte Constitucional.  
 
3.3 Técnicas e Instrumentos para la Recolección de Información 
 
En el desarrollo de esta investigación, en la cual el reto está en identificar las soluciones que 
ayudarán a que disminuya la relación existente entre el procedimiento de la acción de tutela y la 
congestión judicial, las técnicas, procedimientos e instrumentos deben responder al enfoque 
cualitativo y, por supuesto, impulsar el método documental y jurídico. Por tal motivo y de acuerdo 
a lo comprendido desde la perspectiva de Martínez Miguelez, se acude a la técnica de la 
triangulación, la cual constituye la búsqueda fundamentada en diversas perspectivas o fuentes de 
información, que para este caso serán las secundarias (Martínez Miguelez, Ciencia y Arte en la 
Metodología Cualitativa, 2004). 
Por otra parte, se contará con una técnica e instrumento que se relacionan entre sí para apoyar 
y soportar los argumentos de investigación. Se trata de emplear la técnica del análisis documental 
por medio del instrumento de la matriz de análisis documental enfocada en la comprensión de 
jurisprudencia, en la cual se conoce y determina a fondo la perspectiva histórica de la Corte 
Constitucional sobre la acción de tutela. Allí también se tendrán en cuenta los conceptos más 
relevantes de las corporaciones en la jurisprudencia, las razones o argumentos que motivaron la 
postura de la Corte Constitucional y las conclusiones de cada situación que terminan siendo 
relevantes para la comprensión del objeto de estudio de esta investigación.  Así mismo, por medio 
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del análisis documental se busca identificar los factores que originan la congestión del sistema 
judicial y relacionarlos con el procedimiento de la acción de tutela. 
Para Hernández Sampieri, el análisis documental es una técnica que permite que la exploración 
de material sea útil para los objetivos de la investigación, sin caer en la trampa de desviar los 
contenidos del mismo y por medio de una serie de conocimientos e informaciones que fueron 
obtenidas de forma periódica y selectiva de acuerdo a determinada realidad (Hernández Sampieri, 
Fernández Collado, & Baptista Lucio, 1991). Igualmente y frente a esta técnica, Lindlof considera 
que contribuye a lograr formar parte de un contexto sin pertenecer a él, se reconstruyen 
antecedentes y a partir de ahí se conocen las razones por la cuales continúa incidiendo en la 
actualidad, bien sea como elemento de progreso o como una barrera (Lindlof, 1995). 
  
29 
4. Elementos Administrativos del Proyecto 
 
 
4.1 Cronograma de Actividades y Presupuesto 
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5.1 Desarrollo del Primer Objetivo Específico: Examinar las consideraciones que ha 
realizado la Corte Constitucional acerca de la acción de tutela a través de la jurisprudencia 
 
Análisis de la jurisprudencia que ha caracterizado a la acción de tutela. Para la generación 
de este primer resultado se ha optado por hacer uso de la técnica del análisis documental; por ende, 
se ha recurrido a la aplicación del instrumento denominado matriz de análisis jurisprudencial. Este 
instrumento cuenta con ítems que han definido categorías dentro de este análisis, como lo es la 
identificación de la jurisprudencia junto con la corporación que encaminó hacia la decisión frente 
al problema jurídico que esta contiene, además de los hechos, la ‘Obiter dicta’ y la ‘Ratio 
decidendi’. Esta categorización dentro de la matriz de análisis de jurisprudencial fue aplicada a las 
siguientes sentencias: T-001 de 1992, C-543 de 1992, T-225 de 1993, C-531 de 1993, SU-250 de 
1998 y T-191 de 2010.  
Las sentencias en mención, las cuales fueron guiadas en su totalidad por el discernimiento de 
los magistrados de la Corte Constitucional, fueron elegidas porque sus características y sus 
contrastes han apoyado de forma considerable a resolver si es necesario que existan circunstancias 
de hecho que reflejen un inminente, irreversible e inevitable perjuicio contra un bien jurídicamente 
protegido para que proceda la acción de tutela como mecanismo transitorio, aun cuando existan y 
sean procedentes otros medios de defensa judicial. Históricamente, a partir de esta consulta y con 
base a las posiciones o conceptos emitidos desde la jurisprudencia, se ha podido entender la 
relación de la acción de tutela con la congestión del sistema judicial. 
La Sentencia T-001 de 1992 se establece como una jurisprudencia fundante en este proceso de 
recolección de información. José Gregorio Hernández, Magistrado Ponente en el curso de esta 
sentencia, estableció un análisis que se orienta en la conceptualización y delimitación de la 
transitoriedad y el perjuicio irremediable. La transitoriedad solo procede, de acuerdo al contenido 
de esta jurisprudencia, si no existe otro mecanismo de defensa judicial y en un ámbito excepcional, 
siempre y cuando se busque frenar un perjuicio irremediable. Mientras que un perjuicio se cataloga 
de esta manera cuando solo se puede reponer íntegramente mediante una indemnización (Sentencia 
T-001, 1992). 
La Sentencia posterior a la T-001 de 1992 es la C-543 de 1992, la cual establece 
minuciosamente, y por primera vez, las reglas negativas acerca de la figura de la transitoriedad en 
relación con la acción de tutela, dividiendo el análisis en el caso de ser subsidiaria o en el caso de 
ser inmediata (Sentencia C-543, 1992).  
La Sentencia T-225 de 1993 constituye la posición de la Corte Constitucional frente al perjuicio 
irremediable que debe concurrir para la aplicación o uso de la acción de tutela. El perjuicio 
irremediable, concepto ratificado por el organismo constitucional, corresponde al daño material o 
moral injustificado que puede provenir de una acción legítima o ilícita. Se le denomina 
irremediable porque reúne 4 aspectos a tener en cuenta: Inminencia, urgencia, gravedad de los 
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hechos e impostergabilidad (Sentencia T-225, 1993). 
La Sentencia C-531 de 1993 se caracteriza porque su problema jurídico radica en resolver una 
demanda de inconstitucionalidad contra el inciso segundo del numeral 1 del artículo 6 del Decreto 
2591 de 1991, el cual enuncia que cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, 
salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentra el solicitante (Decreto 2591, 1991). De este artículo fue 
declarado inexequible el texto que indicaba que  se entiende por irremediable el perjuicio que sólo 
pueda ser reparado en su integridad mediante una indemnización (Decreto 2591, 1991). Esto se 
produce porque la reparación del daño no puede desarrollarse en un ámbito tan limitado, 
considerando así la Corte Constitucional que el perjuicio se restaura por medio de una restitución, 
de una reparación o de una compensación (Sentencia C-531, 1993). 
La Sentencia SU-250 de 1998 se caracteriza porque en ella la Corte Constitucional advierte que 
la desvinculación sin justa motivación conlleva implicaciones en la vida de la persona afectada, 
así como de su núcleo familiar por motivo de vulneración y/o amenaza a derechos como la salud, 
el mínimo vital, la integridad física, la familia como núcleo fundamental de la sociedad, entre 
otros. De este modo, considera la Corte Constitucional que se materializa un perjuicio que no 
puede ser remediado en su totalidad o en la plenitud estipulada, ni siquiera con el reintegro de la 
persona al cargo de provisionalidad (Para el caso en concreto de esta jurisprudencia) (Sentencia 
SU-250, 1998). 
Finalmente, la Sentencia T-191 de 2010, cuyo Magistrado Ponente es Jorge Iván Palacio 
Palacio, se caracteriza porque tiempo después retoma la consolidación del concepto de perjuicio 
irremediable, válido para el ámbito de aplicación de la acción de tutela. El perjuicio irremediable 
debe ser apreciado a través de si concurre la presencia o existencia de sujetos de Derecho con 
características particulares o cuyo estado de indefensión es inminente, partiendo también de la idea 
de considerar que hay derechos considerados fundamentales que gozan de especial protección por 
vía constitucional. Si las medidas a tomar son consideradas urgentes e impostergables, de acuerdo 
a un carácter temporal, deben resarcir el goce de los derechos fundamentales y no resentir las 
restricciones injustificadas que se venían presentando (Sentencia T-191, 2010). 
Así mismo, en la Sentencia T-191 de 2010 se percibe el criterio acerca del carácter subsidiario 
de la acción de tutela. Jorge Iván Palacio Palacio, Magistrado Ponente en esta sentencia, considera 
que si la parte afectada no ejerce las acciones o utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento 
jurídico para salvaguardar los derechos amenazados o vulnerados, este mecanismo de amparo no 
tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o 
supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 
Por otra parte, otras sentencias, ubicadas en el siglo anterior, también resultaron de determinada 
importancia para la inquietud que rodea a este primer resultado: 
La Sentencia T-106 de 1993, cuyo Magistrado Ponente ha sido Antonio Barrera Carbonell, se 
enfatiza en el carácter supletorio de la acción de tutela; 
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La Sentencia T-203 de 1993, cuyo Magistrado Ponente ha sido José Gregorio Hernández 
Galindo, establece que el juez de tutela no asume la competencia del ordinario o especializado. 
Más bien, asume u ofrece un medio expedito para evitar un daño del cual la decisión judicial 
llegaría con posterioridad; 
La Sentencia T-272 de 1997, cuyo Magistrado Ponente ha sido Carlos Gaviria Díaz, instaura 
un posicionamiento donde expone que la acción de tutela no fue instituida como una ‘tercer 
instancia’ o herramienta que encamina la modificación de decisiones judiciales que hayan hecho 
tránsito a cosa juzgada.  
 
Consideraciones de la Corte Constitucional sobre la congestión judicial desde la 
jurisprudencia tanto en general como por causa de la acción de tutela. De acuerdo con esta 
corporación, la congestión que se presenta en el sistema judicial representa un fenómeno de 
múltiples causas, en las cuales destacan las que son de tipo estructural. La congestión judicial, 
según esta entidad, es un obstáculo que impide el acceso correcto y efectivo al derecho a la 
administración de justicia y que es el resultado de diversas acumulaciones procesales que superan 
la capacidad humana o demuestran la relación inversamente proporcional entre funcionarios y los 
diversos procesos de los cuales están a cargo. La anterior definición es posible hallarla, de forma 
reciente, tanto en la Sentencia T-186 de 2017 como en la Sentencia T-052 de 2018 de la Corte 
Constitucional. Sin embargo, esta misma entidad considera que la aglomeración que se presenta 
en el sistema judicial es imputable cuando se produce por la negligencia del funcionario judicial y 
no cuando es por la falta de recursos humanos y logísticos (Sentencia T-186, 2017). En el caso de 
la acción de tutela, la Corte Constitucional considera que no deben existir alargamientos 
injustificados teniendo en cuenta su función de proteger los derechos fundamentales y su carácter 
preferente; además, esta situación pone en riesgo el derecho al acceso a la administración de 
justicia y al debido proceso (Sentencia T-186, 2017). A partir de lo anterior y con base a la 
recolección documental, queda comprendido que para esta corporación, la congestión judicial en 
general y relacionada con la acción de tutela, se debe a tres factores: negligencia del funcionario, 
falta de recursos humanos y falta de respuesta logística por la cantidad de procesos pendientes. En 
los casos que se presente la congestión judicial, la Corte Constitucional plantea que se tomen o 
adopten medidas transitorias mientras la justicia ordinaria se pronuncia de forma definitiva 
(Sentencia T-052, 2018).  
Tiempo atrás, antes de la Sentencia T-186 de 2017 y de la Sentencia T-052 de 2018, la Corte 
Constitucional realizó un análisis más amplio y dejó criterios interesantes en la Sentencia T-441 
de 2015, la cual tiene como magistrado ponente a Luis Guillermo Guerrero Pérez y trata como 
temática principal a la acción de tutela como elemento transitorio para evitar perjuicios 
irremediables. El magistrado ponente, en sus consideraciones, considera que la acción de tutela 
procede si se encuentran efectivamente comprobados factores como la inminencia, la urgencia, la 
gravedad y la impostergabilidad; sin embargo, dentro del estudio de esta situación y los hechos 
característicos de la Sentencia T-441 de 2015, Luis Guillermo Guerrero Pérez revisa los factores 
que generan la acumulación excesiva y la obstrucción del sistema judicial.   
33 
Antes de ahondar en lo hallado en el análisis documental como factores que generan la 
congestión judicial y relacionar estos criterios de la Corte Constitucional con el procedimiento de 
la acción de tutela, se expone algo particular que realiza esta corporación en la Sentencia T-441 de 
2015 y es la definición de la obstrucción al sistema judicial cuando es justificable y cuando no lo 
es. En cuanto a las circunstancias que justifican el incumplimiento de términos, la Corte 
Constitucional considera que se presentan cuando: a) es producto de la complejidad del asunto y 
dentro del proceso se demuestra la diligencia razonable del operador judicial, (b) se constata que 
efectivamente existen problemas estructurales en la administración de justicia que generan un 
exceso de carga laboral o de congestión judicial, o (c) se acreditan otras circunstancias 
imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la 
ley (Sentencia T-441, 2015). En cuanto a las circunstancias que no justifican estas limitantes al 
aparato judicial, el magistrado ponente Luis Guillermo Guerrero Pérez estima que se presenta 
cuando el funcionario competente no ha llevado a cabo un comportamiento diligente y este es 
consecuencia de una omisión en el cumplimiento de sus deberes; además, de acuerdo a como lo 
cita la Corte Constitucional, este alargamiento al trámite que se revela injustificado es una 
vulneración a los derechos fundamentales, específicamente al debido proceso, el cual se debe 
aplicar en todas las actuaciones judiciales y administrativas, y al acceso a la administración de la 
justicia. La congestión judicial injustificada se percibe, según esta corporación, cuando concurre 
lo siguiente: (a) el incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna 
actuación por parte del funcionario competente, (b) la omisión en el cumplimiento de las 
obligaciones en el trámite de los procesos a cargo de la autoridad judicial y (c) la falta de motivo 
razonable y prueba de que la demora obedece a circunstancias que no se pueden contrarrestar 
(Sentencia T-441, 2015).  
Además de lo anterior, en el transcurso de la Sentencia T-441 de 2015, la Corte Constitucional 
reconoce que la congestión judicial es uno de los aspectos que vulneran la estructura de la 
administración de justicia en el país. Aunque incluye la acción de tutela dentro de las causas de la 
congestión judicial, reconoce que esta obstrucción al aparato de justicia se agudiza por aquellos 
procesos complejos que demandan mayor tiempo por la valoración de las pruebas o porque deben 
ahondar mayor análisis normativo. Otras de las causas de esta problemática, según la Corte 
Constitucional, radican en un sistema jurídico rezagado, déficit presupuestal, mecanismos 
procesales inadecuados, insuficientes o revestidos de excesivo formalismo o una falta de 
desarrollo eficiente del proceso (Sentencia T-441, 2015). 
Finalmente, la Corte Constitucional estima, frente al trámite de la acción de tutela, que quizás 
no sea del todo una congestión judicial lo que se está presentando sino un respeto al principio de 
razonabilidad y al derecho a la igualdad; es decir, los jueces sin importar las circunstancias o 
complejidades de cada proceso, resuelven estos de acuerdo al orden que se haya fijado para su 
fallo. Al respecto, la Corte Constitucional conceptuó lo siguiente a través de la Sentencia C-248 
de 1999: “La norma demandada establece una pauta en ese sentido al determinar que los procesos 
serán fallados de acuerdo con el orden de ingreso al despacho para sentencia. Este criterio -
conocido como el de la cola o el de la fila- respeta de manera general el derecho de igualdad, en 
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la medida en que determina que los procesos serán fallados de acuerdo con el orden de ingreso, 
sin atender a criterios de clasificación sospechosos -tales como la condición social de las partes, 
la raza o el sexo de las mismas, etc.- o a favoritismos inaceptables desde el punto de vista del 
derecho de igualdad. Asimismo, el criterio es razonable porque fija como punto de partida para 
la elaboración del orden en el que deben decidirse los casos el momento de ingreso de los mismos 
al despacho para el fallo, es decir, el momento en el que ya todos los procesos deben estar 
completos para proceder a dictar la sentencia. En ese instante, los procesos deben contar con 
todos los elementos necesarios para la emisión de la providencia y se encuentran, entonces, en 
una situación similar, si bien evidentemente algunas sentencias requerirán más elaboración que 
otras” (Sentencia T-441, 2015).  
 
Riesgos penales y disciplinarios ante el incumplimiento del término para tomar la decisión 
de la tutela. En la revisión documental que se le ha realizado a algunas de las fuentes secundarias 
de esta investigación, se ha hallado que además del Decreto 2591 de 1991, uno de los elementos 
trascendentales para analizar el papel del funcionario judicial dentro del trámite de la acción de 
tutela es la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, la cual tiene como propósito hacer 
efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades que se encuentran estipuladas en la 
Constitución Política y demás normatividad pertinente, en aras de lograr la estabilidad y el auge 
del Estado Social de Derecho. Así mismo, esta legislación estatutaria surge como la referencia 
principal de generación de responsabilidad por parte de quienes guían la justicia.  
Uno de los aspectos a tener en cuenta dentro de la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia es que blinda el principio de la celeridad. En su artículo 4, promueve que la administración 
de justicia debe ser efectiva y oportuna, que los términos procesales son perentorios y de estricto 
cumplimiento de parte de los funcionarios de la rama judicial y los titulares de la función 
disciplinaria. La vulneración manifiesta de este principio conlleva una causal de mala conducta y 
deriva en sanciones.  
Bien se sabe que la acción de tutela está ampliamente ligada al principio de celeridad, el cual 
obliga al juez a resolver con urgencia, dando cabida a las medidas que protejan la efectividad y el 
resarcimiento de los derechos constitucionales fundamentales, los cuales poseen prelación sobre 
las formalidades procesales. El artículo 154 de la ley en mención, la Estatutaria de la 
Administración de Justicia, establece una serie de prohibiciones según el caso y una de ellas, la 
cual repercute en el trámite de la acción de tutela, es que los funcionarios y empleados de la rama 
judicial no deben retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del 
servicio al que están obligados (Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, 1996).  
Un caso concreto que se ha encontrado, que demuestra la incidencia de la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia en el trámite de la acción de tutela, es el siguiente: Hace un par de años, 
la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura confirmó la sentencia a través de la cual 
se sanciona a una jueza, con un mes de suspensión en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir 
con la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia al no responder la acción de tutela dentro 
del término. Todo inicia el día 30 de agosto del año 2011, cuando se presenta la adminisión de la 
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tutela y se ordena notificar al accionado; finalmente, el 09 de septiembre de 2011, se profiere fallo 
y se niega la acción por considerar improcedente. Sin embargo, esta decisión fue reclamada por el 
accionante la siguiente semana y le correspondió al Juzgado 28 Penal del Circuito de Medellín 
encaminar esta situación, determinando mediante auto del 19 de octubre del año 2011 la nulidad 
de lo actuado a partir de la notificación de la admisión de la tutela, ordenando la vinculación de un 
sujeto procesal y devolviendo el expediente al juzgado de primera instancia. Esta situación se 
cumplió en su totalidad el 22 de noviembre de 2011 y luego, el 07 de diciembre de ese mismo año, 
se venció el plazo para proferir el fallo, el cual solo fue proferido hasta el 05 de enero del año 
siguiente. 
 Tras esta situación, la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a través del 
magistrado Fidalgo Javier Estuíñán, se hizo cargo de la situación y expuso que no era justificable 
que hubiesen pasado 18 días sin emitir un pronunciamiento de la jueza, a sabiendas que el término 
de resolución de la acción de tutela es de 10 días en la primera instancia. Además de ello, reprocha 
la Sala Disciplinaria que aún vencidos los términos, ni siquiera hubo un pronunciamiento y esto 
da pie a considerar que hubo una actuación ilícita por parte de la operadora judicial, que se presentó 
una vulneración contra el funcionamiento correcto del Estado al obviar el imperativo 
cumplimiento tanto constitucional como legal. 
Finalmente, dentro de las consideraciones de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, a través del magistrado Fidalgo Javier Estuíñán, se halló que la teoría principal que 
maneja es que se trató de una infracción sustancial y no de algún tipo de desconocimiento formal. 
Situación que es sustentada por medio de otro aspecto que es importante destacar en el marco de 
esta investigación: Frente a la carga laboral de la disciplinable, si bien no es desconocida la 
congestión que sufren los despachos del país, lo cierto es que la estadística de la funcionaria 
investigada no demostraba una alta producción que le hubiese impedido fallar oportunamente la 
acción de tutela (Sentencia 05001110200020120038601, 2016). 
 
5.2 Desarrollo del Segundo Objetivo Específico: Identificar los factores que originan la 
congestión del sistema judicial y relacionarlos con el procedimiento de la acción de tutela  
 
Causas de la congestión judicial. La inspección documental ratifica que uno de los grandes 
líos que afronta el sistema judicial de Colombia está relacionado con la congestión. Uno de los 
factores que se ha percibido está relacionado con el hecho que los despachos deben centrarse en 
resolver las solicitudes que provienen de entes inferiores, generando así un retraso y una 
desatención en los otros procesos que son de competencia del respectivo despacho. Colombia, 
posee un promedio de aproximadamente 11 jueces por cada 100.000 habitantes, lo cual no cumple 
con el estándar internacional que exige la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico –OECD-, entidad que considera una cifra de 65 jueces por cada 100.000 individuos.  
En respaldo de lo anterior: Constitucionalmente, bajo el preámbulo y de acuerdo con los 
artículos 228 y 229, el acceso a la administración de la justicia representa un derecho de carácter 
prioritario que tiene como propósito promover la solución pacífica de los conflictos que se 
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presenten entre aquellos entre los ciudadanos. Para llevar a cabo este reto de la cotidianidad, 
Colombia está dotada de diversas entidades que corresponden a la Rama Judicial, las cuales son 
las siguientes, destacando que todas aquellas que están presentes en materia constitucional son 
aptas para darle curso a resolver acciones de tutela:  
Jueces Promiscuos Municipales, los cuales se hallan encargados de resolver los conflictos de 
naturaleza penal, civil, familia y laboral. Se pueden ubicar en poblaciones pequeñas, contando en 
la actualidad con 1.206 despachos de este tipo, los cuales no tienen competencia en asuntos 
relacionados con lo contencioso administrativo; 
Jueces Municipales Especializados, los cuales se encuentran a cargo de las controversias del 
ámbito penal y civil de forma individual, desde criterios como la cuantía o la gravedad de un delito. 
Están, en materia penal, los de control de garantías, los cuales legalizan capturas e imponen 
medidas de seguridad o de aseguramiento, y los de ejecución de penas, los cuales encaminan la 
función de estas y su redención. El país cuenta con 416 Juzgados Municipales con función de 
control de garantías, 251 Juzgados de Conocimiento, 151 Juzgados de ejecución de penas y 668 
Juzgados Civiles Municipales con diversa competencia; 
Jueces Promiscuos y Especializados del Circuito: Resuelven controversias que se generan en 
los ámbitos civil, penal, familia, laboral y administrativo; inclusive, en materia de restitución de 
tierras y de conflictos relacionados con el Código de la Infancia y de la Adolescencia. Su 
competencia es sobre varios municipios de determinado circuito y también resuelven las 
apelaciones de las providencias de jueces municipales, a partir de su especialidad. Colombia posee 
522 de esta clase de Juzgados con funciones de conocimiento, 405 con enfoque civil, 337 con 
deberes en familia,  97 promiscuos del circuito, 280 del ámbito laboral y 342 que responden al 
ámbito administrativo; 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Tribunales Administrativos: Su competencia reposa 
sobre varios circuitos judiciales y se encargan de darle resolución a asuntos en impugnación desde 
Juzgados del Circuito o Municipales. En el país hay 456 magistrados que corresponden a la 
jurisdicción ordinaria y 176 a la administrativa; 
Finalmente, las Altas Cortes: Son las corporaciones de cierre de cada jurisdicción y se encargan 
de establecer los precedentes y de dirimir los recursos extraordinarios. Está la Corte Suprema de 
Justicia, con 23 magistrados, la Corte Constitucional, con 9 magistrados, el Consejo Superior de 
la Judicatura, con 13 magistrados, y el Consejo de Estado, con 31 magistrados. 
Por otra parte, de acuerdo con la revisión que le ha sido aplicada a documentos que tratan la 
congestión judicial, en especial al análisis sobre la congestión judicial que realiza Ximena 
Coronado Britto, este es un fenómeno que opera por ineficiencia de las entidades judiciales y por 
falta de celeridad en el comportamiento de algunos funcionarios. Así mismo, asimila como causal 
de la congestión judicial, en algunos escenarios, la falta de recursos humanos y de recursos 
técnicos; por esa razón, pone como ejemplo lo que sucede en el ámbito penal de acuerdo con el 
Ministerio de Justicia, donde en promedio son 17.000 personas que están en calidad de reclusos 
pero aún no han llegado a la etapa del juicio oral que reza la Ley 906 de 2004.   
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Para sustentar esta problemática revelada en cierta inoperancia, Ximena Coronado Britto 
expone que, a partir de cifras que han sido suministradas por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, que entre 1995 y 2008 la demanda en la rama judicial aumentó en un 
98%, pasando 898.162 procesos recibidos el siglo pasado a superar la barrera de los 1’700.000 
procesos de hace una década; sin embargo, el inconveniente radica en que la oferta para nuevos 
funcionarios tan solo creció en un aproximado del 6%. Por otra parte, la misma Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura reveló que los administradores de justicia cuentan, en 
tiempos recientes, con un archivo que contiene 2’977.941 procesos  y el 52% de estos se 
encuentran sin diligencia alguna en los últimos 6 meses. A lo anterior, se le suma que esta 
jurisdicción emite más de 4.000 decisiones diarias y más de 1.000 de estas son acciones de tutela. 
 De acuerdo con Ximena Coronado Britto, la congestión judicial en el ámbito colombiano 
proviene de los siguientes factores, siendo varios de ellos vinculables al trámite de la acción de 
tutela: Ausencia de plena autonomía dentro del poder judicial, legislación caracterizada por ser 
obsoleta y procesos judiciales que son susceptibles de ser dilatados, investigaciones judiciales 
deficientes, carencia de recursos, falta de trayectoria para la carrera judicial y adecuada 
capacitación para los jueces, acceso limitado a determinados ámbitos de la justicia, escasez de 
sistemas modernos y de recursos tecnológicos para el trámite de los procesos judiciales, 
procedimientos cuyos plazos o términos se presentan extensos o amplios, demoras injustificadas 
ocasionadas por negligencia de algunos funcionarios de la rama judicial, prórroga en la tramitación 
de las causas o trámites impertinentes, no cumplimiento de los términos consagrados en el 
ordenamiento jurídico, escasez de recursos humanos en las diversas dependencias de la rama 
judicial, adherencia permanente al formalismo que impide pronunciamientos de fondo en la 
definición de controversias judiciales, notificaciones improductivas o reiterativas, poca adaptación 
al sistema oral por parte de algunos funcionarios de la rama judicial, actuaciones administrativas 
que no deberían ser ejecutadas por los jueces, un sistema permeable ante la corrupción, pérdida de 
documentación y papelería en los juzgados o despachos judiciales, número ineficiente de casos 
resueltos por el juez en un promedio anual, desconfianza en las decisiones judiciales y en el sistema 
jurídico colombiano, fallas en el servicio a los usuarios y tratos no debidos a estos. 
 
Estudios previos de corporaciones como el Consejo Superior de la Judicatura, de 
entidades académicas, entre otras. Inicialmente, desde un plano general y de acuerdo con el 
Consejo Superior de la Judicatura, en el país se cuentan 5.295 despachos judiciales que responden 
a diversas especialidades y bajo distintas escalas o jerarquías. Esta cifra inquieta debido a la 
cantidad de habitantes que posee Colombia, ya que, como quedó de manifiesto, por cada 100.000 
habitantes hay un promedio de 10.95 jueces, situación que no es bien vista por organismos 
internacionales y que refleja una causa de lo que es la congestión judicial que sufre la nación y que 
deja al Estado colombiano lejos de lo que planifica la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico –OECD-.  
 Desde una concepción objetiva y específica, la acción de tutela ha sido uno de los mecanismos 
de mayor valoración dentro del marco de la renovación constitucional promovida en el año 1991. 
38 
Como medio de protección inmediata de los derechos fundamentales consagrados en la carta 
magna, junto a su carácter preferente y sumario, ha sido un mecanismo muy cercano a la población 
y, según la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se han resuelto 
aproximadamente siete millones de solicitudes por esta vía en casi un par de décadas. Lo anterior 
se respalda en el pronunciamiento de la magistrada Gloria Stella López en 2016, quien reveló que 
de las 7.041.266 acciones de tutela interpuestas en Colombia, 6.906.541 de ellas tuvieron como 
desenlace una decisión definitiva (Redacción de Ámbito Jurídico, 2016). 
Así mismo, Gloria Stella López expuso que el incremento en el ejercicio de la acción de tutela 
es significativo si se compara su uso y resolución entre el año 1997 y el año 2015. En el año 1997 
fueron resueltas 43.945 solicitudes de tutela, mientras que en el 2015 fueron 723.339 casos. 
Igualmente, destaca que muchas de estas han tenido una repercusión determinante para el 
ordenamiento jurídico interno, ya que han establecido una mayor protección a derechos 
estipulados, han sido declaratorias de alguna inconstitucionalidad o han sido el camino idóneo para 
evitar la agudización de determinados vacíos jurídicos. 
Por otra parte, en relación a los estudios sobre la congestión judicial inminente en el país, está 
lo expuesto por la Universidad de los Andes desde su Facultad de Derecho. De acuerdo con María 
del Socorro Rueda, docente de Derecho Procesal Civil, esta complejidad va más allá del número 
de despachos y considera que esta no es una razón en la cual se deba centrar el análisis. Estima 
que, de acuerdo a constantes revisiones a la situación, la raíz del problema está en el ámbito 
procesal. ¿Por qué? Porque, por ejemplo, en materia civil solo se cuenta con 29 posibilidades 
aproximadas de interponer recursos ante el superior jerárquico del despacho en cada etapa del 
proceso judicial (El Nuevo Siglo, 2017).  
Siguiendo con la postura de María del Socorro Rueda, esta situación implica que varios 
despachos terminen concentrándose en resolver aquellas solicitudes que provienen de despachos 
inferiores y se saturen, si a este caso se le suman las cargas ordinarias que surgen de la competencia 
del despacho. Para la Universidad de los Andes, específicamente desde su Facultad de Derecho, 
debe presentarse una reforma íntegra al aspecto procesal para efectuar una reducción de cargas y 
de las posibilidades de apelación. De no llevarse a cabo este recambio, consideran que no habrá 
lugar a mermar o erradicar la congestión que afecta al sistema judicial de Colombia. 
 Por otro lado, en un estudio realizado por Ximena Coronado Britto, varios jueces fueron 
cuestionados sobre este fenómeno, acerca de la congestión judicial. En el acumulado de respuesta, 
predominaron dos posturas: una de ellas considera que la cantidad de jueces frente al número de 
procesos que llegan al sistema judicial no es suficiente; la otra postura considera que el problema 
radica en la infraestructura económica de la rama judicial. Este grupo de jueces estima que no 
cuentan con un personal suficiente y con aquellos elementos logísticos que son necesarios para 
responderle a la demanda que tiene el sistema; de ahí que estos mismos jueces recuerden y 
justifiquen los paros judiciales que en algún momento se han presentado en el país, en los cuales 
se exigen reformas a la justicia y aumento presupuestal.  
 De acuerdo con Héctor Fabio López Blanco, miembro del sector presidencial de la Academia 
Colombiana de Jurisprudencia, considera que la congestión del sistema judicial surge porque existe 
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un aspecto en común en buena cantidad de jueces: la falta de interés para actualizar sus 
conocimientos. Además, expone que al anterior inconveniente se le suma un sistema judicial que 
no tiene la suficiente capacidad para atender el crecimiento permanente de proceso, viéndose 
vulnerado el derecho a acceder a la justicia del ciudadano. Reflejo de esta situación es la 
acumulación de procesos sin dinámica alguna, períodos procesales que se plantean excesivos y 
una atención relativa en el ámbito de las pequeñas causas. Todo lo anterior, ocasiona que la 
población civil se muestre escéptica frente a los funcionarios judiciales e incluso, decida resolver 
los conflictos por otras vías que no son racionales. 
En referencia al tema presupuestal, es válido recordar que en el período comprendido entre el 
año 2010 y el año 2015, el Consejo Superior de la Judicatura realizó una inversión que superó los 
2 billones de pesos, con el fin de descongestionar los despachos judiciales. Esta medida, 
lamentablemente, no tuvo el éxito esperado de acuerdo con una auditoría que fue ejecutada por la 
Contraloría General de la República en 2015. Esta entidad alertó sobre 179 irregularidades que se 
evidenciaron en el proyecto ejecutado por el Consejo Superior de la Judicatura, organismo que 
estuvo en proceso de ser suprimido sino hubiese sido porque la Corte Constitucional no le dio sitio 
a una nueva institución que iba a ser creada por la reforma del equilibrio de poderes. Para la 
Contraloría General de la República, los problemas que continúan agudizando la congestión 
judicial radican en la falta de agilidad para la creación de nuevos juzgados, en las deficiencias en 
la infraestructura tecnológica y en la falta de celeridad que se sigue evidenciando en los procesos 
judiciales. De los más de 2 billones que invirtió el Consejo Superior de la Judicatura en ese 
entonces, más del 70% fue destinado a contratar el nuevo recurso humano de los despachos 
judiciales y el resto en equipos, adecuación de sedes y pagos de cánones de arrendamiento. Estas 
medidas demuestran que finalmente la inversión no estuvo plenamente concentrada en estrategias 
reales para la descongestión judicial, pues la misma Contraloría General de la República reconoce 
que solo 205.207 millones de los 2.3 billones de pesos invertidos  fueron destinados a medidas 
efectivas, que fuesen directo a la raíz de la congestión del sistema (Redacción El Tiempo, 2016).  
 La Contraloría General de la República alertó que, dentro del proyecto del Consejo Superior 
de la Judicatura, la Sala Administrativa suscribió alrededor de 15 acuerdos que superaron los 
470.000 millones de pesos  y cuyo propósito radicó en financiar 6.890 cargos para la descongestión 
de la rama judicial. Estos cargos terminaron siendo eliminados en diciembre de 2015 para pasar a 
ser cargos permanentes sin cumplir con los resultados esperados. Sin embargo, el Consejo Superior 
de la Judicatura se pronunció en ese entonces para advertir que las medidas que fueron aplicadas 
en ese proyecto, el cual comprendió los años 2010 hasta 2015, disminuyó el inventario de procesos, 
pasando de 3.1 millones de casos estancados en el año 2008 a 1.6 millones a finales de 2015.  
A pesar de esto, la Contraloría insiste que la mayoría de despachos del país no está cumpliendo 
con los objetivos de descongestión y continúan revelando un comportamiento ineficaz; lo anterior, 
lo sustenta revelando que de los 1.598 despachos que hay en el país, 555 cumplieron entre el 0 y 
el 70% con los fallos que prometieron agilizar, 6 superaron el 90% de los fallos pactados y no se 
supo de la labor de más de 900 juzgados que no reportaron información sobre estas tareas de 
descongestión del sistema (Redacción El Tiempo, 2016).  
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5.3 Desarrollo del Tercer Objetivo Específico: Proponer soluciones a través de las cuales la 
acción de tutela disminuya su incidencia en la congestión del sistema judicial  
 
Propuestas frente a la acción de tutela en antiguas reformas a la justicia. En la presentación 
sobre las claves del proyecto de la reforma a la justicia, el antiguo ministro de Justicia y del 
Derecho, Alfonso Gómez Méndez (2013-2014), presentó el siguiente texto con respecto al papel 
de la acción de tutela en estos cambios que promovió:  
En materia de tutela, el proyecto tiene varios objetivos. Primero, busca crear 
jueces y magistrados que especialicen en resolver tutelas. Antes de que dicten 
sentencia, los jueces y magistrados tendrán que evaluar si su decisión vulnera algún 
derecho fundamental de alguno de los sujetos procesales. Si omiten ese requisito, 
esto implicaría nulidad de la sentencia. Por otro lado, se dispone que la acción de 
tutela no procede contra sentencias de tutela de constitucionalidad dictadas por la 
Corte Constitucional, ni contra fallos de nulidad por constitucionalidad emitidos por 
el Consejo de Estado. En el caso de tutelas contra fallos judiciales, estas deben ser 
interpuestas por un abogado. Además, se dispone que las tutelas que se tramiten en 
las altas cortes serán tramitadas por una sala o sección diferente a la que emitió el 
primer fallo. La decisión de esas cortes será enviada a la Corte Constitucional para 
que sea eventualmente revisada. Si es seleccionada, deberá resolverse en Sala Plena. 
Se establece, además, que las tutelas contra sentencias no se podrán interponer 
después de cuatro meses de haberse proferido el fallo (Ministerio de Justicia y del 
Derecho, 2013).  
 
Consideraciones de la Corte Constitucional como solución. Por medio de la revisión 
documental aplicada a la Sentencia T-441 de 2015, la Corte Constitucional sustenta el valor del 
artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, el cual exterioriza las causales de improcedencia de la acción 
de tutela. En ese sentido, aunque recalca el valor de este mecanismo como protector de los derechos 
fundamentales, expone que se debe tener presente que la existencia de otros medios de defensa 
judicial hace que la acción de tutela no sea procedente, siempre y cuando se compruebe que estos 
medios son ineficaces o estén acolitando un perjuicio irremediable. Por esta razón, la acción de 
tutela no es un mecanismo alternativo, adicional o complementario de los que están presupuestados 
en la legislación, ni tampoco desconoce las acciones y recursos judiciales o sustituye los procesos 
ordinarios o especiales. Al respecto de la Sentencia SU-961 de 1999, ha expuesto que: 
En cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles 
le otorgan una protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los 
mecanismos ordinarios carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo 
de dos maneras distintas, dependiendo de la situación de que se trate. La primera 
posibilidad es que las acciones ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer 
un remedio integral, pero que no       sean lo suficientemente expeditas para evitar el 
acontecimiento de un perjuicio irremediable. En este caso será procedente la acción de 
tutela como mecanismo transitorio, mientras se resuelve el caso a través de la vía 
ordinaria. La segunda posibilidad, es que las acciones comunes no sean susceptibles 
de resolver el problema de manera integral (Sentencia T-441, 2015).  
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Teniendo en cuenta el reconocimiento de la acción de tutela, siempre y cuando sea concebida 
desde su condición supletiva, la Corte Constitucional ha planteado tres fórmulas que las considera 
como alternativas de solución ante la problemática de la congestión judicial que se origina por 
causa de la acción de tutela (Sentencia T-441, 2015):  
a) Limitar a negar   la vulneración de los derechos al debido proceso y de acceso a la 
administración de justicia, por lo que pasa a replicarse el compromiso relativo al 
acatamiento al sistema de turnos en plenas condiciones de igualdad; 
b) Sobrellevar la orden excepcional de alteración del sistema de turnos para proferir el fallo, 
cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional o cuando 
la obstrucción al aparato judicial supere los plazos razonables y permisibles de solución, en 
contraste con las circunstancias de espera exclusivas del afectado; 
c) El último enfoque propositivo de la Corte Constitucional expone que: 
En aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos 
efectos nocivos no puedan ser subsanados  (perjuicio irremediable), por lo que si 
las circunstancias lo ameritan, en atención al carácter subsidiario de la acción de 
tutela, puede ordenarse un amparo con eficacia jurídica transitoria en relación con 
los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial 
competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. 
Se trata de una hipótesis de aplicación restrictiva orientada a reconocer realidades 
críticas con incidencia constitucional, como la que se presenta cuando aun a pesar 
de que se trata de un atraso judicial justificado, el mismo tiene, en todo caso, un 
impacto significativo en los derechos de sujetos de especial protección 
constitucional que afrontan condiciones particularmente difíciles (Sentencia T-441, 
2015). 
 
Otras propuestas. Indiscutiblemente, desde la promulgación de la Constitución Política de 
1991, la acción de tutela se ha convertido en ese vehículo que le permite a los ciudadanos hacer 
valer de una forma más efectiva y promisoria sus derechos fundamentales. Su valor es innegable 
pero es menester que, conforme pasen los años, vaya siendo adaptada a la nuevas dinámicas para 
evitar recaer en la congestión judicial: por ende, se estima pertinente que la acción de tutela se 
convierta en un mecanismo que se pueda aprovechar mayoritariamente a través de medios 
digitales; es decir, disminuir el uso de documentación física para evitar el desgaste y dilatación 
que genera tener un expediente y así acortar los tiempos de resolución del trámite. Esta iniciativa 
requiere también respaldo de la Corte Constitucional, la cual debe suministrar una plataforma ágil 
y práctica para quienes dispongan de ella.  
De hecho, esta propuesta surge de algo sustentable, de un acontecimiento que se presentó en la 
cotidianidad de nuestro país. Esto se debe a que, a finales de 2017, la Corte Constitucional tramitó 
la primera acción de tutela por vía digital. También como una forma de ayudar a la restauración 
del medio ambiente, la Corte Constitucional diligenció y falló el primer caso sin hacer uso del 
papel. Esta acción de tutela fue interpuesta por Santiago Altamiranda Campo, quien accionó contra 
la EPS Comparta debido a la vulneración a su derecho fundamental a la salud. Esta tutela fue 
revisada por el Juzgado Segundo Promiscuo de Tolú, departamento de Sucre, y radicada de forma 
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digital en la Sala de Selección de Tutelas de la Corte Constitucional, acortando los tiempos de 
recepción y de trámite que también mejora el uso de los recursos presupuestales. 
Esta situación, la acontecida en Sucre, ha motivado a la creación de una herramienta interesante 
en dicho departamento. Se trata de “Tutela digital”, una plataforma que permite presentar una 
acción de tutela de una forma más dinámica, más práctica y con el respaldo legal. Esta herramienta 
tiene como propósito blindar el derecho fundamental de acceder a la justicia respaldándose en la 
agilidad que ofrece el respaldo tecnológico. “Tutela digital” se encuentra apoyada en la legislación 
que trata en el comercio electrónico, en el Decreto 2591 de 1991 y también por la Constitución 
Política de 1991. Esta plataforma digital está distribuida, en su uso, en 4 pasos: ingreso, diligencia, 
descripción y gestión. El ingreso representa la inscripción del accionante en la plataforma; la 
diligencia consiste en el suministro de los datos del accionado; la descripción es la relación de los 
hechos, de las peticiones y el acercamiento del acervo probatorio y de los anexos pertinentes; 
finalmente, la gestión representa la revisión del Estado y la agilización del proceso. De acuerdo 
con esta plataforma, el 48% de las acciones de tutela surgen por la falta de diligencia de los 
derechos de petición, el 25% por vulneraciones manifiestas a nivel de salud, el 15% por el 
quebrantamiento a los derechos económicos, sociales y culturales, el 13% por la violación a una 
vida digna o a la dignidad humana y el 11% porque se ha minimizado el derecho a la seguridad 
social. 
En cuanto a la transformación digital de la tutela, un reciente proyecto que estaba enfocado en 
reformar la justicia de Colombia, se planteó ciertas reestructuraciones a la acción de tutela como 
vía para contribuir a la descongestión del aparato judicial. En este proyecto, de acuerdo con la 
información que surte la Corte Constitucional por medio de su oficina de sistemas, en los primeros 
9 meses de 2018 se radicaron más de 440.000 tutelas bajo un promedio que alcanza las 2.700 
diarias. A lo anterior, se le suma que entre el 85% y el 90% de las decisiones que tenían que ver 
con acciones de tutela fueron la producción de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia entre enero y junio de 2018. Esta reforma a la justicia planteaba como objetivo la 
descongestión; sin embargo, más que una reforma a la normatividad o a los textos legales, debió 
fomentarse la digitalización como método de regulación del comportamiento de los colombianos. 
Basándonos en la teorización de Lawrence Lessig, docente de la Universidad de Harvard, se 
propone lo siguiente con base a la digitalización de la acción de tutela: inicialmente, promover que 
el procedimiento completo de la acción de tutela sea por vía digital para construir una jurisdicción 
constitucional con enfoque tecnológico. La institución de estas variantes digitales debería apoyarse 
en un par de etapas, la consumación de un expediente de carácter digital y el despliegue de una 
inteligencia artificial o IA que logre maximizar o equilibrar el razonamiento judicial. Para que la 
jurisdicción constitucional digital rinda, se debe contar con un rendimiento computacional 
garantizado desde una nube digital que cuente con los aportes suficientes y solventes en materia 
de infraestructura, plataforma y software. 
De acuerdo con Daniel Castaño, abogado egresado de la Universidad Externado de Colombia, 
basado en el teórico que se ha expuesto (Lawrence Lessig), la inteligencia artificial o IA para la 
rama judicial es viable, siempre y cuando se establezca que: 
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Se debe descartar de plano la visión fantasiosa según la cual la IA puede leer, 
entender, procesar y decidir de manera autónoma todos los casos pendientes de 
decisión judicial en Colombia, pues ello genera temores infundados respecto de una 
tecnología aún inexistente. En su lugar, debemos comprender a cabalidad el potencial 
real de la IA y sus limitaciones, en particular, aquellas propias del procesamiento de 
lenguaje natural por parte de las máquinas (Ámbito Jurídico, 2018). 
  
La implementación de inteligencia artificial es una estrategia para fortalecer a la rama judicial, 
más no para sustituir a los jueces de la república puesto que es un sistema enfocado en ser auténtico 
en el sentido de las decisiones automatizadas. Para materializar lo anterior, también se sugiere que 
el fuero constitucional digital, en cuanto al sistema de reparto de expedientes, se lleva a cabo de 
acuerdo a los derechos vulnerados o a partir de un análisis de la carga de trabajo de cada juzgado 
sin importar el factor territorial; es decir, que los despachos que tengan más congestión sean 
respaldados otros que no presenten tanta obstrucción y el elemento territorial se prescinde, ya que 
todo se haría por vía digital y sin vulnerar el debido proceso o el derecho de acceso a la justicia. 
Es una alternativa viable teniendo en cuenta que la inversión se remitiría a la plataforma digital y 
llevar a cabo la rotación de expedientes en los distintos despachos judiciales sin importar el factor 
territorial, además de ser consecuente con la búsqueda de descongestionar el aparato judicial, no 
implicaría desembolsar más dinero del que ya se ha fijado en los intentos de la reforma a la justicia 
que se han buscado impulsar desde el nuevo gobierno.  
Lo concerniente a la tecnología dentro del trámite de la acción de tutela es para tener en cuenta 
y hallarle mayor incidencia, debe ser algo que no se puede quedar simplemente en un recuerdo o 
propuesta. Es importante que se disponga permanentemente del uso de medios digitales que 
permitan el acceso a la acción de tutela y no solo cuando se deba remitir a la Corte Constitucional 
sino también desde las primeras instancias de este mecanismo. Para eso, se estima pertinente que 
la Rama Judicial disponga de una plataforma en la que las personas puedan radicar sus acciones 
de tutela en cualquier momento, así como lo dispone el artículo constitucional donde se halla esta 
figura. Para que esto suceda, es útil disponer de dos acciones: evaluar la disposición presupuestal 
para la creación de funcionarios especializados en la recepción, trámite y celeridad de estos casos, 
además de la utilización de las TIC y de capacitaciones públicas para que más personas puedan 
conocer de esta modalidad. Según la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y la Corte 
Suprema de Justicia, en el transcurrir del último intento o proyecto de reforma a la justicia, han 
manifestado que esta iniciativa es válida y viable, además que debe ser convincente el camino para 
la implementación pronta de la inteligencia artificial en la rama judicial. Para que esto sea así, estas 
3 entidades plantean que haya un respaldo más significativo por parte de las ramas del poder 
público y también de la sociedad, la cual deberá comprender y adaptarse a esta nueva dinámica 
donde lo jurídico se complementa con la ingeniería (Ámbito Jurídico, 2018). Recordemos que, de 
acuerdo con lo propuesto por Gloria María Barroso, actual ministra de Justicia, el propósito de 
reformar la justicia está en blindar el valor que tiene la acción de tutela como mecanismo de 
protección inminente de los derechos fundamentales, pero con el trámite estudiado y respaldado 
por jueces especializados en el tema.  
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Sin embargo, lo expuesto en líneas anteriores no debe ser la única solución frente a los 
obstáculos que puedan estar alrededor de la acción de tutela. Las plataformas digitales que se 
pondrían a disposición de la ciudadanía se presentan como una propuesta hacia futuros casos de 
vulneración de derechos fundamentales que se puedan presentar. Pero es importante también 
revisar cómo descongestionar lo que ya está ocasionado: pues bien, se deberían crear, de acuerdo 
a otro análisis y revisión presupuestal, una serie de centros de descongestión judicial que estén 
respaldados por el Ministerio de Justicia y del Derecho, por el Consejo Superior de la Judicatura, 
por organismos internacionales que estén interesados en el progreso del ámbito jurídico 
colombiano y por supuesto, por el Gobierno Nacional. Este modelo de acceso a una justicia más 
competitiva podría estar respaldado por jueces de pequeñas causas y de competencia múltiple y si 
se trata de dosificar cargas económicas, darle la posibilidad a los estudiantes de Consultorio 
Jurídico de las diversas universidades de la región para que ayuden y respalden los objetivos de 
estos centros de descongestión judicial especializados en desconcentrar lo que esté relacionado 
con la acción de tutela. Igualmente, se propone que estos centros de descongestión judicial le den 
prioridad a emplear a abogados que hayan sido víctimas del conflicto armado interno y que nunca 
hayan tenido algún empleo debidamente certificado (Se anexa, al final de este proyecto, el plan de 
inversión realizado por la Rama Judicial del poder público en el período 2015-2018, siendo posible 
replantear varias de estas inversiones para apoyar la descongestión judicial por causa de la acción 
de tutela). 
Finalmente, también se tiene como propuesta que se revisen los horarios de trabajo de los 
funcionarios de la rama judicial. Esto, pensando en un modo más general, más allá de la congestión 
que es por origen del trámite de la acción de tutela. Con este planteamiento, se esperaría que las 
jornadas laborales estuviesen divididas; es decir, que el 50% de esta se destine a la atención 
exclusiva del público y el otro 50% esté fijada solo para asuntos internos, de trabajo en el despacho. 
Frente a la carga de trabajo de los funcionarios de la Rama Judicial, consulta hecha a varios 
funcionarios de la misma, se tiene lo siguiente: 
 
Tabla 3 Factor -Característica 
FACTOR CARACTERÍSTICA 
Tiempo laboral por semanas para funcionarios de 
la Rama Judicial 
40 horas 
Tiempo laboral por día para funcionarios de la 
Rama Judicial 
8 horas 
Jornada diaria para funcionarios de la Rama 
Judicial (En la mañana) 
4 horas (8 am – 12 m) 
Jornada diaria para funcionarios de la Rama 
Judicial (En la tarde) 
4 horas (2 pm – 6 pm) 
Días donde hay mayor flujo de atención a personas 
en los despachos judiciales 
Lunes y viernes 
Jornada del día donde hay mayor flujo de atención 
a personas en los despachos judiciales 
En la mañana 
 
Con base a lo anterior, esta es la propuesta de distribución horaria semanal para que el 50% de 
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esta se destine a la atención exclusiva del público y el otro 50% esté fijada solo para asuntos 
internos de cada despacho: 
 
Tabla 4 Horario Despacho Judicial 
DÍA ENFOQUE DEL DESPACHO 
JUDICIAL 
HORARIO 
Lunes Atención al público 8 am – 12 m, 2 pm - 4 pm 
Asuntos del despacho 4 pm – 6 pm 
Martes Atención al público 8 am – 12 m 
Asuntos del despacho 2 pm – 6 pm 
Miércoles Atención al público 2 pm – 4 pm 
Asuntos del despacho 8 am – 12 m, 4 pm – 6 pm 
Jueves Atención al público 4 pm – 6 pm 
Asuntos del despacho 8 am – 12 m, 2 pm – 4 pm 
Viernes Atención al público 8 am – 12 m, 2 pm - 4 pm 









 Indudablemente, la Constitución Política de 1991 representó una serie de cambios positivos 
para el país en aras de iniciar el proceso para ver materializado el Estado Social de Derecho, así 
como también se reconoce que en la actualidad hay falencias que aún no se han podido superar. 
Esta constituyente dio origen a una división de derechos entre los que se destacan los que se 
consideran fundamentales, los cuales poseen una forma sumaria y con mayor agilidad para ser 
garantizados en casos de ser vulnerados: la acción de tutela, recurso cuya importancia es innegable 
porque protege los derechos fundamentales constitucionales pero que también influye en la 
congestión judicial, representando más del 20% de la documentación que ingresa a los despachos 
judiciales.   
Existen derechos que pueden tener su espera o un trámite distinto, pero cuando se trata de 
aspectos como la vida y los demás derechos consagrados como fundamentales en la Constitución 
Política de 1991, la resolución debe ser pronta y oportuna, sin ser susceptible a un proceso amplio 
y minucioso dentro de los despachos judiciales.  La notoria cantidad de acciones de tutela que son 
impetradas a diario generan congestión judicial en la justicia ordinaria, ya que esta ha tenido que 
dar pausa a la atención de otros procesos para responder con inmediatez y así evitar la sanción que 
acarrea no responder dentro del término indicado. El funcionario judicial está condicionado y debe 
dejar de lado otras ocupaciones para atender el trámite de la acción de tutela, pero también a la 
congestión judicial le está poniendo su cuota la población civil, el ciudadano que por evitar la 
espera que caracteriza a otras jurisdicciones prefiere hacer uso de la acción de tutela aun cuando 
no se trata de un derecho fundamental el que está siendo vulnerado. Esto se ve mucho cuando la 
gente, valiéndose del procedimiento preferente y sumario de la acción de tutela, la utiliza ante la 
falta de respuesta a peticiones por parte de las entidades públicas, en especial en asuntos del 
contexto de la seguridad social; la vulneración de derechos laborales; la afectación del debido 
proceso, entre otros casos que la Corte Constitucional los ha renombrado como conexidad o 
extensión de los derechos fundamentales.  
 Sin embargo, no solo son estos factores los que han llevado a darle fuerza a la congestión 
judicial. De acuerdo con lo hallado en el análisis jurisprudencial, concluyendo con base a lo 
conceptuado por la Corte Constitucional, la obstrucción al sistema judicial, desde un enfoque 
altamente injustificable, se produce por el incumplimiento de los términos que señala la ley para 
que el funcionario competente adelante una de sus actuaciones, también por la omisión en el 
cumplimiento de las obligaciones durante el trámite de los procesos que están a cargo de la 
autoridad judicial y por la ausencia de motivos razonables y por la falta de razones y pruebas que 
respalden que la dilatación es por circunstancias que no se pueden frenar o minimizar. Por otra 
parte, la Corte Constitucional también ostenta la idea que la congestión judicial es justificable 
cuando subyace a un inconveniente estructural como lo es el exceso de carga laboral por falta de 
personal y respuesta logística. Este exceso también se genera porque hay procesos que revisten 
mayor complejidad debido al tipo de valoración del acervo probatorio y porque se remiten a un 
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estudio normativo más amplio.  
Hay otra serie de acontecimientos que le han restado credibilidad y dinamismo a los despachos 
de la rama y que, de algún modo, directa o indirectamente, están relacionados con la obstrucción 
del sistema que también está enlazado con la acción de tutela y su procedimiento. Inicialmente, se 
puede concluir que uno de los factores principales de congestión del sistema radica en que los 
despachos deben volcar su atención en resolver las solicitudes que provienen de juzgados 
inferiores, generándose de este modo un retraso y una desatención en los otros procesos que son 
de competencia del respectivo juzgado o tribunal.  
Lo anterior, está complementado con otro inconveniente que posee el sistema judicial 
colombiano y es que no cumple con el estándar internacional que exige la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico –OECD-, entidad que considera que en un país debe haber 
cifra de 65 jueces por cada 100.000 habitantes. En Colombia, el promedio es de aproximadamente 
11 jueces por cada 100.000 habitantes y a esto, se le suma que la demanda de procesos en la rama 
judicial está aumentando y el porcentaje de aquellos que se encuentran estancados en el último 
semestre es reprochable, ya que supera el 50%.  
Además de esto, de la carencia de recursos humanos, hay que sumarle los factores que se 
recolectaron en la revisión documental y que representan limitaciones a la celeridad procesal: Falta 
de independencia dentro del sistema judicial, legislación con características obsoletas y procesos 
judiciales que son dilatados constantemente, investigaciones judiciales que se encuentran a medio 
andar, carencia de recursos económicos o una incorrecta inversión de estos como lo ha expresado 
la Contraloría General de la República, falta de trayectoria para la carrera judicial y una evidente 
falta de preparación para algunos jueces que reconocen que no se han actualizado debidamente, 
acceso limitado a determinados ámbitos de la justicia y carencias en la atención al público, escasez 
de sistemas modernos y de recursos tecnológicos para el trámite de los procesos judiciales por 
motivos como la inversión presupuestal incorrecta, procedimientos cuyos términos van más allá 
de lo estipulado y terminan por ser amplios, retrasos injustificados cuyo origen es la negligencia 
de algunos funcionarios de la rama judicial, no cumplimiento de los términos consagrados en el 
ordenamiento jurídico, excesos de formalismos que impiden un pronunciamientos de fondo en la 
definición de controversias judiciales, notificaciones infructuosas o reiteradas, poca adaptación o 
atrasos en la implementación del sistema oral por parte de algunos funcionarios de la rama judicial 
y de quienes pretenden agilizar con reformas el sistema de justicia, actuaciones administrativas 
que no deberían ser analizadas y ejecutadas por los jueces, presencia de la corrupción, pérdida de 
documentación y papelería en los juzgados o despachos judiciales, desconfianza en las decisiones 
judiciales y en el sistema jurídico colombiano por parte de la población civil, y despachos 
judiciales que no cumplen con las metas de los fallos pactados, encontrándose con más de 900 
dentro de los más de 1.500 que hay que no reportan información alguna. Como bien se reseñó en 
la recolección de datos y en los resultados, solo son 6 los juzgados que hace tres años lograron 
superar el 90% de efectividad y las metas de fallos emitidos (Redacción El Tiempo, 2016).  
Ante esta problemática, se puede concluir que, en relación a las soluciones, se estima pertinente 
hallarlas para proteger la acción de tutela, recurso que, independientemente de las anomalías que 
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pueden repercutir en la congestión judicial, ha logrado muchos avances y reconocimientos a nivel 
jurídico, tal como se evidencia en el análisis aplicado a la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
Históricamente, la acción de tutela ha puesto pautas o ha determinado el avance en temas como la 
eutanasia (Sentencia T-970 del 2014 de la Corte Constitucional), los derechos de las trabajadoras 
sexuales (Sentencia T-629 del 2010 de la Corte Constitucional), el derecho al agua (Sentencia T-
616 del 200 de la Corte Constitucional), la declaración de testigos menores de edad en el proceso 
judicial (Sentencia T-078 del 2010 de la Corte Constitucional), los límites de la libertad de 
expresión (Sentencia T-391 del 2007 de la Corte Constitucional), la reproducción asistida 
(Sentencia T-528 del 2014 de la Corte Constitucional), los derechos de la Comunidad LGBTI 
(Sentencia T-248 del 2012 de la Corte Constitucional, además de la Sentencia T-372 del 2013, la 
Sentencia SU-2014 del 2016, la Sentencia SU-617 del 2014 y la Sentencia SU-696 del 2015), el 
desplazamiento forzado (Sentencia T-025 del 2004 de la Corte Constitucional), el derecho a la 
salud (Sentencia T-760 del 2008 de la Corte Constitucional),  el hacinamiento en los complejos 
penitenciarios y carcelarios (Sentencia T-153 del 2008 de la Corte Constitucional), la seguridad 
social de los funcionarios públicos (Sentencia SU-559 de 1997 de la Corte Constitucional. Además 
de la Sentencia T-068 de 1998, la Sentencia T-535 de 1999 y la Sentencia SU-090 del 2000) (Todo 
lo anterior se halla en el Anexo I del presente proyecto). Esto demuestra que a la acción de tutela 
hay que abrigarla y por eso, para que no incida en la congestión de la rama judicial, se considera 
pertinente que se estudie el uso de los recursos que está ejecutando el Consejo Superior de la 
Judicatura y se optimicen para que este recurso se resuelva por medio de plataformas digitales y 
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Anexo B Modelos de la matriz de análisis jurisprudencial 
 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL 
ESTUDIO Y COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
           
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca 
de la acción de tutela. 














Magistrado Ponente  
Hechos 
 






Aclaración de voto 
 



















Anexo C Análisis documental aplicado 
SENTENCIA T-001/1992 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO Y 
COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela. 





Radicado   Ciudad Bogotá D.C. Fecha 
03 de abril de 
1992 
Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo 
Hechos 
 






Por las anteriores consideraciones, la Corte Constitucional, en Sala de Revisión, administrando 
justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 
R E S U E L V E : 
Primero.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado 12 de Instrucción Criminal 
radicado, de Quibdó (Chocó), fechada el 27 de diciembre de 1991, mediante la cual se resolvió 
acerca de la acción de tutela instaurada por el ciudadano EUCLIDES LOZANO LEMUS. 
Segundo. CONFIRMAR la sentencia emanada del Juzgado Primero Penal Municipal de 
Bucaramanga (Santander), fechada el 30 de diciembre de 1991, por la cual se resolvió sobre la 
acción de tutela instaurada por el ciudadano GERMAN ORDOÑEZ PLATA. 
Tercero.  CONFIRMAR el fallo proferido por el Juez Primero Penal del Circuito de Florencia 
(Caquetá), por medio del cual se revocó en todas sus partes la sentencia dictada por el Juez Tercero 
Penal Municipal de esa ciudad, en relación con la demanda de tutela instaurada por GONZALO 
FIERRO CASTILLO. 
Cuarto.  CONFIRMAR el fallo originario del Juzgado Primero Civil del Circuito de Popayán 
(Cauca) con fecha 18 de diciembre de 1991, mediante el cual se decidió sobre la acción interpuesta 
por NESTOR ALAIN VILLEGAS CANDELA. 
Quinto. REVOCAR los fallos que, al resolver sobre la acción de tutela instaurada por VICTOR 
OBDULIO BENAVIDES LADINO, pronunciaron los jueces Cuarto Penal Municipal y Segundo 
del Circuito de Villavicencio (Meta), con fechas 30 de diciembre de 1991 y 27 de enero de 1992.  
Sexto. CONFIRMAR el fallo del Tribunal Superior de Riohacha (Guajira) de fecha 27 de enero 
de 1992, mediante el cual, a su vez, se confirmó el de primera instancia dictado por el Juzgado 
Noveno de Instrucción Criminal radicado, de esa misma ciudad, en diciembre 24 de 1991, relativo 
a la acción de tutela instaurada por el ciudadano ALVARO BALLESTEROS MEDERO. 
Séptimo. CONFIRMAR la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Santa 
Marta (Magdalena), el 7 de febrero de 1992, que a su vez confirmó la proferida por el Juzgado 
Primero Penal Municipal de la misma ciudad con fecha 23 de diciembre de 1991, relativa a la 
acción de tutela instaurada por el ciudadano ARMANDO ANTONIO BACA MENA. 
Octavo. Por la Secretaría líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 
de 1991, para los efectos allí contemplados 
. 
Aclaración de voto 
 
Salvamento de voto 
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Anexo D Sentencia C-543/1992 
SENTENCIA C-543/1992 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO 
Y COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de 
la acción de tutela. 



















01 de octubre 
de 1992 
Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo  
Hechos 
 






En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional de la República de Colombia, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 
oído el concepto del Procurador General de la Nación y surtidos los trámites que 
ordena el Decreto 2067 de 1991,  
 
Resuelve: 
Primero: Decláranse INEXEQUIBLES, por ser contrarios a la Constitución, los 
artículos 11 y 12 del Decreto 2591 de 1991. 
Segundo: Declárase INEXEQUIBLE, dada su unidad normativa con los 
preceptos mencionados, el artículo 40 del mismo Decreto. 
Tercero: Declárase EXEQUIBLE el artículo 25 del Decreto en mención. 
Aclaración de voto 
 





Anexo E Sentencia T-225/1993 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO Y 
COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela. 





Radicado   Ciudad Bogotá D.C. Fecha 
15 de junio de 
1993 
Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa 
Hechos 
 






En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 
 RESUELVE: 
Primero: CONFIRMAR la sentencia del diez (10) de diciembre de 1992, proferida por el 
Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot, por medio de la cual se declaró 
improcedente la acción de tutela incoada por el señor Edgar Rodríguez Valencia. 
Segundo: ORDENAR que por la Secretaría General de esta Corporación, se envíen 
copias del expediente a la Procuraduría General de la nación, para que, de acuerdo con 
lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, se establezca si existió alguna 
irregularidad por parte del alcalde municipal de Nariño-Cundinamarca al otorgarle los 
permisos correspondientes a la urbanización "Algarrobos del Magdalena". 
 
Tercero: ORDENAR que por la Secretaría General de esta Corporación, se comunique 
esta providencia a la Defensoría del Pueblo, al Juzgado Segundo Civil del Circuito de 
Girardot, en la forma y para los efectos previstos en el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991. 
Cuarto: ORDENAR que por la Secretaría General de esta Corporación se envíe copia del 
texto integral de esta sentencia al señor Alcalde y al señor Personero del municipio de 
Nariño (Cundinamarca). 
Aclaración de voto 
 












Anexo F Sentencia C-531/1993 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO Y 
COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela. 









Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Múñoz 
Hechos 
 






En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional 
RESUELVE 
Declarar INEXEQUIBLE el Inciso 2 del numeral primero del artículo 6 del Decreto-Ley 
2591 de 1991. 
Aclaración de voto 
 





















Anexo G Sentencia Su-250/1998 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO Y 
COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela. 





Radicado   Ciudad Bogotá D.C. Fecha 
26 de mayo de 
1998 




Subsidiariedad de la tutela 
Principio constitucional de publicidad 
Motivación de los actos administrativos 
Motivación concomitante y motivación posterior 
El interés general de la función notarial 
El principio de imparcialidad en la nominación y retiro de los servidores 
públicos -confianza subjetiva y objetiva-. 
Estado de cosas inconstitucional por la no convocatoria a concursos en el caso 
concreto de los notarios. 
 






En mérito de lo expuesto la Sala Plena de la Corte Constitucional administrando justicia en 
nombre del pueblo y por autoridad de la Constitución. 
 RESUELVE: 
Primero.- REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia de segunda instancia, proferida en la tutela 
de la referencia. En su lugar se CONCEDE la tutela respecto al derecho al debido proceso. 
Consecuencialmente  SE ORDENA al Presidente de la República y al Ministro de Justicia y del 
Derecho que expliciten las causas y hechos concretos para haber retirado a la doctora Margarita 
María Duque de Valencia de la Notaría 25 del Círculo de Medellín. Lo harán mediante acto 
administrativo motivado según se indicó en el presente fallo y en el término de cinco días a partir 
de la notificación de este fallo. Acto que, si lo estima pertinente la doctora Duque de Valencia, 
quedará sujeto a las respectivos acciones contencioso-administrativas. 
Segundo.- Por Secretaría se librará de inmediato la comunicación de que trata el artículo 36 del 
decreto 2591 de 1991, para los efectos del caso. 
Tercero.- ORDENAR que se notifique acerca de la existencia del estado de cosas inconstitucional 
derivado del incumplimiento del inciso 2º del artículo 131 de la C.P., al no haberse convocado a 
concurso para notarios en toda la República. Esta notificación se hará al Superintendente de 
Notariado y Registro y al  Consejo Superior de la Administración de Justicia, integrado como la 
señala el decreto 960 de 1970 según se dijo en la parte motiva de este fallo. En consecuencia, SE 
ORDENA que en el término de seis (6) meses, contados a partir de la notificación de la presente 
sentencia se proceda a convocar los concursos abiertos para Notarios, según se indicó en la parte 
motiva de este fallo.  
Aclaración de voto 
 




Anexo H Sentencia T-191/2010 
INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDA AL ESTUDIO Y 
COMPRENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
 
OBJETIVO: Examinar las consideraciones que ha realizado la Corte Constitucional acerca de la acción 
de tutela. 
                  
 





Radicado   Ciudad Bogotá D.C. Fecha 
18 de marzo de 
2010 
Magistrado Ponente Jorge Iván Palacio Palacio 
Hechos 
 






En mérito de lo expuesto, la Sala Quinta de Revisión de Tutelas de la Corte 





Primero. Confirmar la sentencia proferida en segunda instancia por la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria de Consejo Superior de la Judicatura, que negó por improcedente la acción 
de tutela promovida por Luis Bernardo Molina Granda en contra del Procurador 
Delegado para la Moralidad Pública y la Procuraduría Provincial del Valle de Aburrá. 
 
Segundo. Por Secretaría General líbrese la comunicación prevista en el artículo 36 del 
Decreto 2591 de 1991. 
Aclaración de voto 
 
Salvamento de voto 
 













Anexo I Otros aspectos relevantes que surgen de la jurisprudencia y que relacionan a la acción de tutela  
Este proceso de recolección de información y de procesamiento de la misma no solo se ha 
enfocado en determinar si es necesario que existan circunstancias de hecho que reflejen un 
inminente, irreversible e inevitable perjuicio contra un bien jurídicamente protegido para que 
proceda la acción de tutela como mecanismo transitorio, aun cuando existan y sean procedentes 
otros medios de defensa judicial. También, se ha propuesto establecer los avances o aportes, desde 
la jurisprudencia, que han surgido gracias al mecanismo de la acción de tutela y que van más allá 
de un análisis que involucra única y exclusivamente a la congestión judicial. A continuación, se 
muestran varias de dichas trascendencias que han surgido a partir del mecanismo consagrado en el 
artículo 86 de la Constitución Política de 1991: 
 
Eutanasia: A través de la Sentencia T-970 del 2014, la Corte Constitucional reconoció el derecho 
a morir con dignidad de un paciente terminal a quien la entidad hospitalaria le negó su decisión 
consciente, libre y espontánea de recibir la eutanasia (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Trabajadoras sexuales: En la Sentencia T-629 del 2010 se reconocieron los derechos laborales de 
una trabajadora sexual. Allí se sostuvo que la prostitución no es una actividad ilícita, sino un 
fenómeno social regulado por el derecho policivo y urbanístico, en cuyo desarrollo cobran vida el 
derecho comercial, tributario e indemnizatorio. Por eso, puede darse en el contexto de un contrato 
de trabajo, si se ejerce voluntariamente y en condiciones de subordinación y dependencia (Ámbito 
Jurídico, 2016).  
 
Derecho al agua: La Corte Constitucional, mediante la Sentencia T-616 del 2010 advirtió que el 
derecho al agua para consumo humano es susceptible de protección a través de la acción de tutela 
y que esta acción es procedente, aunque exista otro medio o recurso judicial, si se invoca como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable o cuando, invocándose como 
mecanismo definitivo, las deficiencias de la prestación del servicio público de acueducto dan lugar 
a una vulneración individual del derecho fundamental al agua (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Declaración de menores de edad: Al testigo menor de 12 años de edad “no se le recibe juramento 
y en la diligencia debe estar asistido, en lo posible, por su representante legal o por un pariente 
mayor de edad a quien se le tomará juramento acerca de la reserva de la diligencia”. Así lo precisó 
el máximo tribunal constitucional en la Sentencia T-078 del 2010 (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Libertad de expresión: Los límites a la libertad de expresión y de información fueron precisados 
en la Sentencia T-391 del 2007. Igualmente, se estableció el alcance y los elementos normativos 
contenidos en el artículo 20 constitucional que instituyó este derecho. La corporación también 
explicó el derecho a la libertad de prensa, la prohibición a la censura y el derecho a la rectificación 
(Ámbito Jurídico, 2016).  
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Reproducción asistida: En la Sentencia T-528 del 2014 se ordenó la revisión de la situación de las 
personas que padecen de infertilidad y carecen de recursos económicos para costear tales 
tratamientos, por ejemplo, la fertilización in vitro y, así, fomente la discusión pública y abierta de 
una política que incluya la posibilidad de ampliar la cobertura del POS en ese sentido. (Lea: 
Gobierno debe analizar impacto fiscal de inclusión de reproducción asistida en POS) (Ámbito 
Jurídico, 2016). 
 
Derecho a “que sea intentado”: Con base en el artículo 94 de la Carta Política, la Corte 
Constitucional estableció, en la Sentencia T-057 del 2015 que los pacientes en estado vegetativo 
persistente o de conciencia mínimo, junto con sus familiares, son titulares del derecho fundamental 
innominado “a que sea intentado” o right to try, esto es, “agotar todas las posibilidades científicas 
existentes, incluso de carácter experimental, siempre y cuando se cuente con la orden del médico 
tratante, para los casos desesperados en los cuales no parece existir ninguna otra opción, bien sea 
de recuperación o de evitar un inminente fallecimiento” (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Derechos de la comunidad LGBTI: Desde la Sentencia T-248 del 2012 la comunidad LGTBI ha 
ido ganando terreno en el reconocimiento de la igualdad en los derechos. El pronunciamiento 
referido reprochó la discriminación por la orientación sexual, mientras que en la Sentencia T-372 
del 2013 se amparó el derecho de esta población a realizar visitas conyugales en las prisiones. Sin 
embargo, hay otras decisiones más vanguardistas, como la Sentencia SU-214 del 2016, que 
garantizó el matrimonio igualitari,o o la Sentencia SU-617 del 2014, que aprobó la adopción 
conjunta y, finalmente, la SU-696 del 2015, que reconoció el derecho a registrar los hijos 
biológicos de las familias diversas (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Desplazamiento: La falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos 
reconocidos a la población desplazada, el volumen de recursos efectivamente destinados a asegurar 
el goce efectivo de tales derechos y la capacidad institucional para implementar los 
correspondientes mandatos constitucionales y legales motivaron la Sentencia T-025 del 2004. En 
virtud de esta decisión, se exhortó al Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia a verificar la magnitud de dicha discordancia y diseñar e implementar 
un plan de acción para superarla, dando prioridad a la ayuda humanitaria (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Derecho a la Salud: Mediante la Sentencia T-760 del 2008, la Corte Constitucional aclaró que este 
derecho comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad. 
Por eso, conminó a las entidades responsables de asegurar su prestación a respetarlo y garantizarlo 
(Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Hacinamiento carcelario: La Sentencia T-153 del 2008 puso en evidencia la flagrante violación de 
un abanico de derechos fundamentales de los internos en los centros penitenciarios colombianos. 
Por eso, la corporación recordó que, con base en el principio de la presunción de inocencia, la 
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detención preventiva debe aplicar únicamente como medida extrema. También ordenó un plan de 
construcción y refacción carcelaria tendiente a garantizar a los reclusos condiciones de vida dignas 
en los penales (Ámbito Jurídico, 2016). 
 
Colpensiones: La transición del Instituto de Seguro Sociales (ISS) a la Administración Colombiana 
de Pensiones - Colpensiones vulneró el derecho fundamental de petición de cientos de usuarios de 
la entidad. Así fue considerado en el Auto 110 del 2013, que ordenó la adopción de medidas 
especiales para aminorar la vulneración (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
Seguridad social de funcionarios públicos: Cuatro decisiones (SU-559 de 1997, T-068 de 1998, T-
535 de 1999 y SU-090 del 2000) evidenciaron la omisión en el pago de pensiones a funcionarios 
de distintas zonas del país. Ello motivó a que se ordenaran ajustes presupuestales que garantizaran 
el fin de la infracción (Ámbito Jurídico, 2016).  
 
